La Iniciativa para las Américas en el contexto de las relaciones de América Latina y el Caribe con los Estados Unidos by Cámara de Comercio de Bogotá
E;;3 











Colombia y la 
Iniciativa Bush 
para las Américas 






1 "La iniciativa para las Américas en el contexto de las rela-ciones de América Latina y El Caribe con los Estados Unidos". 
iblioteeo -CtE"" 
Nu. lllvPntario f: 735 g ----
Ft'!'h~ '"" : L.:\ 1 J.Q_I !{~ ' 
lil' . ' ' 
PreciO $ :2 ooO :\o. 1· jcupl .. n· _ 
Bogotá. D.E., mayo 8, 9 y 10 de 1991 
LA INICIATIVA PARA LAS 
AMERICAS EN EL CONTEXTO 
DE LAS RELACIONES DE 
AMERICA LATINA Y EL CARIBE 
CON LOS ESTADOS UNIDOS 
Secretaría Permanente del SELA 
RE UN ION DE CONSULTA SOBRE LAS 
RELACIONES DE AMERICA LATINA Y EL CARIBE 
CON LOS ESTADOS UNIDOS DE AME RICA 
Caracas, 22 - 24 de abril de 1991 
SP/RC-IA/0: N° 2 
lndice 
1. INTRODUCCION 
1 . 1 Antecedentes 
1.2 Consideraciones generales sobre la Iniciativa 
2. LA EVOLUCION DE LA ECONOMIA NORTEAMERICANA 
Y LAS RELACIONES CON AMERICA LA TINA Y EL CARIBE 
2.1 El marco económico interno 
2.2 La evolución del comercio exterior y la política comercial 
de los Estados Unidos 
2.2.1 Las exportaciones 
2.2.2 Las importaciones 
2.3 Composición del comercio bilateral 
2.4 La política comercial de los Estados Unidos 
2.5 Las políticas en relación a la deuda externa 
2.6 La situación de las inversiones 
3. EVOLUCION DE LA INICIA TI VA 
3.1 La Iniciativa en los Estados Unidos 
3.1.1 La Ley de la Iniciativa para las Américas 
3.1.2 Acuerdo AID - Departamento de Comercio 
3.1 .3 Reducciones arancelarias 
3.1 .4 Las negociaciones para un acuerdo de libre comercio 
con México y Canadá 
3.1 .5 La sanción de la Ley de Comercio y Aduanas de 1990 
3.1 .6 La Iniciativa de Preferencia Comercial Andina 























4. ANALISIS DE LA INICIATIVA DESDE UNA PERSPECTIVA REGIONAL 25 
4.1 Cuestiones de orden general 25 
4.1 .1 La interrelación entre los elementos de la Iniciativa 25 
4.1.2 Elegibilidad 25 
4.1.3 El enfoque de caso por caso 26 
4.2 Comercio 26 
4.31nversiones 28 
4.4 Deuda 29 
4.5 Medio Ambiente 30 
5. POSIBLES ELEMENTOS DE UNA ESTRATEGIA DE AMERICA LATINA 
Y EL CARIBE FRENTE A LA INICIATIVA PARA LAS AMERICAS 32 
5.1 Posibles enfoques y criterios de referencia 
para la acción latinoamericana y caribeña 32 
5.1.1 Compatibilidad del enfoque regional con las 
políticas sub egionales y nacionales 33 
5.2 Posibles elementos y sugerencias para complementar los tres 
pilares de la Iniciativa para las Américas 34 
5.2.1 Comerc io 34 
5.2.1.1 Ronda Uruguay 34 
5.2.1.2 Zona de Libre Comercio 34 
5.2.2 Inversiones 37 
5.2.3 Deuda Externa 38 
5.2.4 Medio Ambiente 39 
5.2.5 Tecnología 39 




La Secretaría Permanente del SELA, de 
conformidad con los mandatos recibidos 
del Consejo Latinoamericano en las áreas 
de relaciones externas, comercio y deuda, 
y en cumplimiento de la tarea que le fuera 
encomendada de elaborar una agenda de 
negociaciones con Estados Unidos de 
América, preparó, para la XVI Reunión del 
Consejo Latinoamericano, el informe titula-
do "La Iniciativa Bush para las Américas: 
análisis preliminar de la Secretaría Per-
manenfe del SELA" .1 
Ese análisis acerca de los diversos ele-
mentos de la Iniciativa permitió, con la in-
formación que se disponía hasta ese mo-
mento, realizar una evaluación de los 
cambios y motivaciones de la política esta-
dounidense a la luz de las propuestas del 
Presidente Bush, y presentar un conjunto 
de consideraciones en materia de política 
para el área latinoamericana y caribeña. 
Por su parte, el Diálogo de Cancilleres 
de América Latina y el Caribe, que se llevó 
a cabo en la sede del SELA el 8 de septiem-
bre de 1990, le otorgó especial atención a 
ese tema y al papel que le correspondería 
al SELA en su seguimiento y evaluación. 
El Consejo Latinoamericano, en su XVI 
Reunión Ordinaria a nivel ministerial, cele-
brada los días 6 y 7 de septiembre de 1990, 
adoptó la Decisión 300, cuyo artículo 20 
encarga a la Secretaría Permanente que 
mantenga el análisis y seguimiento de la 
evolución de la economía de los Estados 
Unidos de América y su impacto sobre las 
relaciones con América Latina y el Caribe. 
En ese marco, el artículo 21, relacionado 
con la Iniciativa Bush para las Américas, 
encomienda a la Secretaría Permanente 
del SELA: a) que profundice el estudio de 
los distintos elementos de la propuesta y 
las opciones que ella pudiera presentar, 
tomando en cuenta los pronunciamientos 
hechos en este sentido en el ámbito de los 
distintos esquemas subregionales de inte-
gración y las posiciones de países indivi-
duales de esta región efectuados en dicho 
Consejo Latinoamericano y en otros foros 
pertinentes; b) que lleve a cabo un segui-
miento adecuado de la evolución del tema 
en los Estados Unidos; y, e) que, para los 
fines mencionados, trabaje en estrecha 
colaboración con los organismos regiona-
les y subregionales pertinentes de América 
Latina y el Caribe. 
Por otra parte, el artículo 22 de la Dec i-
sión 300 solicita a la Secretaría Permanen-
te que convoque, en consulta con los 
Estados Miembros, la Reunión de Consulta 
sobre las relaciones de América Latina y el 
Caribe con los Estados Unidos de América 
prevista en el artículo 24 de la Decisión 
294, para facilitar el análisis conjunto y el 
intercambio de opiniones sobre la Iniciativa 
de las Américas por parte de los Estados 
Miembros del SELA. 
El presente documento, elaborado en 
cumplimiento de lo dispuesto por el artícu-
lo 21 de la Decisión 300 del Consejo 
Latinoamericano, tiene como propósito 
1 SP/CUXVI.O/DT N• 19, SELA, Caracas, 3- 7 de septiembre de 1990. 
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aportar a los Estados Miembros del SELA 
elementos adicionales de juicio para pro-
fundizar el análisis de la Iniciativa para las 
Américas y definir algunas de las principa-
les líneas de acción que la región, a partir 
de aquellos elementos considerados comu-
nes y de los puntos de vista compartidos, 
podría considerar para llevar a cabo el pro-
ceso de diálogo y de negociación con los 
Estados Unidos. 
En el documento se formulan un conjun-
to de consideraciones generales sobre la 
Iniciativa. En el Capítulo 2 se evalúa el 
contexto en el cual fue anunciada y el inicio 
del proceso de su instrumentación. Se 
otorga especial énfasis al entorno econó-
mico en los Estados Unidos y al comporta-
miento de los elementos de comercio, deu-
da e inversiones, que constituyen los pila-
res fundamentales de la Iniciativa. En el 
Capítulo 3 se describen los acontecimien-
tos relativos a la evolución de la Iniciativa, 
tanto en los Estados Unidos como en la 
región. En el Capítulo 4 se analiza la pro-
puesta del Presidente Bush desde una 
perspectiva latinoamericana. En el Capítulo 
5 se presenta un conjunto de posibles ele-
mentos adicionales para complementar la 
Iniciativa y se proponen las acciones de se-
guimiento para permitir que los criterios de 
la región puedan ser adecuadamente pre-
sentados ante las instancias correspon-
dientes del gobierno norteamericano y mo-
tiven una acción más coordinada y efectiva 
de los diferentes foros que tratan sobre la 
Iniciativa para las Américas. 
1.2 Consideraciones generales 
sobre la Iniciativa 
La Iniciativa para las Américas, lanzada 
por el Presidente Bush en junio de 1990, ha 
despertado el interés de la mayoría de los 
gobiernos de América Latina y el Caribe. 
Este interés está justificado por dos he-
chos. En primer lugar, porque la Iniciativa 
propone acciones en tres áreas claves para 
el desarrollo de los países de la rer,ión, a 
saber : (i) la deuda externa; (ii) el fomento 
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de la inversión; y, (iii) el fortalecimiento de 
las relaciones comerciales. 
En segundo lugar, porque la sola pro-
puesta de una iniciativa de carácter hemis-
férico puede indicar un cambio en algunos 
de los lineamientos de la política exterior 
de los Estados Unidos y, en especial, de su 
política económica internacional. 
Un análisis de los objetivos, motivacio-
nes, alcances y potencial de la Iniciativa 
implica una evaluación de los costos y be-
neficios de su instrumentación, de las pers-
pectivas de materialización · de sus distintos 
componentes y de los ajustes y/o comple-
mentos que la región pudiera formular al 
planteo original del Presidente Bush. 
La Iniciativa fue formulada en términos 
generales y continúa en una etapa rela-
tivamente incipiente de elaboración. No 
constituye un instrumento unilateral prede-
terminado. Por el contrario, debería dar 
inicio a un proceso de más largo alcance, 
orientado a mejorar el marco del relacio-
namiento económico entre los países de 
América Latina y el Caribe con los Estados 
Unidos. 
En consecuencia, los Estados Miembros 
del SCLA disponen de un margen potencial 
de acción - que varía acorde transcurre el 
tiempo y se avanza en los Estados Unidos 
en la instrumentación de la legislación co-
rrespondiente- para introducir elementos 
que, desde una perspectiva regional, per-
feccionen y complementen a la Iniciativa. 
Para ello será necesario identificar, de ma-
nera apropiada, los intereses regionales en 
un período de tiempo oportuno y promover 
el diseño de estrategias viables e idóneas 
de negociación. 
No parece aconsejable aislar a la Inicia-
tiva para las Américas de las relaciones 
bilaterales de la región con los Estados Uni-
dos. A ese respecto, debe tenerse presente 
que los diferentes temas que han afectado 
tales relaciones se han mantenido y, en al-
gunos casos, agravado en los últimos años. 
La Administración del Presidente Bush, 
desde el inicio de su gestión, ha adoptado 
un conjunto de medidas orientadas a crear 
un entorno más favorable para las relacio-
nes con la región. Entre otras, pueden 
señalarse al Plan Brady, los cambios intro-
ducidos en la Iniciativa para la Cuenca del 
Caribe, el proyecto de Ley otorgando un 
trato preferencial a los países andinos para 
el acceso de sus productos al mercado 
norteamericano, la renovación del Sistema 
Generalizado de Preferencias; y, el enun-
ciado de la propia Iniciativa para las 
Américas. Tales políticas, cuyo carácter 
positivo ha sido señalado por la Secretaría 
Permanente del SELA, no han colmado 
plenamente las expectativas de la región. 
En efecto, en la agenda bilateral persisten, 
sin resolverse de manera adecuada, pro-
blemas cruciales como la deuda externa, 
ciertas posiciones asumidas por los Esta-
dos ·unidos en los organismos multilatera-
les, el acceso a los mercados y las posibles 
. represalias de carácter comercial por la 
aplicación de políticas nacionales, entre 
otras, en materia de propiedad intelectual. 
A pesar del cambio que, en la política 
económica frente a la región se observa en 
la Administración Bush, es importante rea-
lizar un proceso de reflexión sobre la 
naturaleza de ese cambio . La Iniciativa 
para las Américas no propone una es-
trategia para el desarrollo de la región, sino 
que constituye un mecanismo para acelerar 
las reformas económicas en curso, cuyos 
elementos principales han sido promovidos 
desde los organismos financieros multi-
laterales, con el apoyo del gobierno nor-
teamericano. El análisis de los indicadores 
principales de la economía norteamericana 
demuestra que la Iniciativa responde a ne-
cesidades económicas y estratégicas con-
cretas de los Estados Unidos. En tal sen-
tido, la búsqueda de elementos que per-
mitan alcanzar beneficios mutuos consti-
tuye una contrapartida regional para los 
propósitos que inspiran a los Estados 
Unidos en la propuesta e instrumentación 
de la Iniciativa. 
Por otro lado, si bien los Estados Unidos 
proponen, en el marco de la Iniciativa, una 
asociación (Partnership), ésta no se tradu-
ce en la elaboración de un proyecto estra-
tégico. En efecto, una asociación requiere 
del diálogo, la consulta y la negociación, 
para establecer mecanismos orientados a 
lograr la identificación de intereses mutuos 
y compartidos y no puede concebirse me-
diante la imposición unilateral de mecanis-
mos, criterios de condicionalidad y restric-
ciones . 
Desde la perspectiva latinoamericana, el 
concepto de la asociación (Partnership) es 
de enorme importancia. Su efectiva puesta 
en vigencia podría permitir nuevas reglas 
de juego y criterios de entendimiento con 
los Estados Unidos de América. En tal 
sentido, la Iniciativa puede constituir el ini-
cio de un proceso destinado a lograr esa 
asociación mediante el diálogo y la nego-
ciación. En todo caso, resulta evidente que, 
desde la perspectiva regional, el desarrollo 
de las relaciones de la región con los Es-
tados Unidos para llegar a esa asociación 
(Partnership) tiene una dimensión y al-




La evolución de la economía 
norteamericana y las relaciones 
con América Latina y el Caribe 
2.1 El marco económico interno 
Los Estados Unidos de América, al 
iniciarse la presente década, enfrentan un 
conjunto de nuevas situaciones en un con-
texto en el cual las antiguas dificultades de 
la sociedad y la economía norteamericana 
no han sido superadas. Tal como lo seña-
lara el SELA en el informe presentado a 
consideración del Consejo Latinoamerica-
no en septiembre de 1990 " .. . la mayor par-
te de las previsiones de corto plazo para la 
economía norteamericana sugieren una 
desaceleración en el ritmo de crecimiento 
aun cuando existen sensibles divergencias 
sobre la intensidad de la misma y los ries-
gos de un posible episodio recesivo ... Per-
siste el riesgo continuo de un "aterrizaje 
forzoso" provocado por los "déficit geme-
los" . Como s.e sabe, éste consistiría en 
una súbita y descontrolada depreciación 
del dólar" .2 
Los indicadores econom1cos disponibles 
al inicio de 1991 demuestran que las 
apreciaciones formuladas por el SELA se 
han cumplido. El déficit fiscal norteameri-
cano podría alcanzar la cifra de 300 mil 
millones de dólares. Debe recordarse que 
los estimados considerados en la Ley 
Gramm-Rudman establecían que ese défi-
cit debería alcanzar la cifra de 64 mil millo-
nes de dólares en 1991. En términos del 
producto bruto interno, el estimado del dé-
ficit fiscal para el presente año puede 
superar al 5 por ciento. 
Las consecuencias del desequilibrio fis-
cal norteamericano sobre la economía in-
ternacional son difíciles de estimar. Sin em-
bargo, la experiencia de la década pasada 
demuestra que la persistencia de una 
expansión de los gastos públicos por enci-
ma del nivel de los ingresos convirtió a la 
economía norteamericana en la más gran-
de deudora del mundo. El acelerado 
incremento del déficit fiscal en 1991 consti-
tuye una advertencia sobre la complejidad 
de los desequilibrios estructurales de la 
economía de los Estados Unidos, los cua-
les requieren de la aplicación de un pro-
grama de ajuste, destinado a restablecer 
los equilibrios macroeconómicos. 
Los expertos norteamericanos han coin-
cidido en señalar la existencia de un ciclo 
recesivo. Voceros de !a Administrac ión han 
reconoc ido que la recesión se inició en el 
último trimestre de 1990. Han señalado, 
además , que las expectativas son que el 
ciclo sea moderado , es dec ir que el 
producto bruto interno no registre una caí-
da muy significativa y que la duración del 
mismo sea limitado. En este últ imo aspecto 
los enfoques optimistas consideran que la 
economía podría rein iciar un cic lo ex-
pansivo en el tercer trimestre de 1991. 
Los recientes indicadores sobre la 
evolución de la economía norteamericana 
muestran que el promedio de expansión de 
la produción industrial en los últ imos tres 
meses, comparado con el promedio de los 
2 Sistema Económico Latinoamericano, La Situación Económica de los Estados Unidos y sus Relaciones con América 
Latina y el Caribe , Di N• 8, septiembre de 1990, pp. 36 y 37. 
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tres meses previos, ha sido negativo, con 
una tasa anualizada de 10.8 por ciento. El 
producto bruto ha decrecido, con ese mis-
mo elemento de comparación, en 2 por 
ciento. El desempleo ha aumentado, hasta 
situarse en 6.2 por ciento, mientras que las 
ventas a nivel de minorista han disminuido 
en 4.1 por ciento. La inflación, sin embar-
go, parece encontrarse bajo control. Los 
precios al consumidor han aumentado, en 
el último trimestre, con una tasa anualizada 
de 4.5 por ciento, que resulta inferior a la 
de 5.7 por ciento registrada en el período 
enero 90 1 enero 91. 
Al culminar el conflicto bélico en el Gol-
fo Pérsico, en el cual los Estados Unidos 
asumieron una parte importante del costo 
financiero, a pesar de contar con el respal-
do económico de otros países, los indica-
dores económicos pueden mostrar signos 
adicionales de deterioro. Se estima, por 
ejemplo, que el déficit fiscal podría haberse 
incrementado en 100.000 millones de 
dólares como resultado de los gastos béli-
cos. 
Por otra parte, la confianza de la pobla-
ción con relación a la evolución de la eco-
nomía todavía no ha sido recuperada. Una 
encuesta publ icada por Business Week en 
su edición del 11 de marzo de 1991 indica 
que la confianza de los consumidores se 
encuentra en un nivel de 60 puntos al 
term1nar febrero de 1991 , frente a más de 
100 puntos en enero de 1990. Ese indica-
dor descendió al nivel más bajo en los últi-
mos 1 O años en el mes de enero de 1991. 
Sin embargo, existen otros elementos 
que pueden permitir una recuperación de 
ese indicador, que tiene una gran impor-
tancia en el análisis del comportamiento 
futuro de la economía norteamericana. Por 
ejemplo, es posible que, como resultado de 
la reducción de los precios del petróleo, el 
ingreso real se incremente en 2.3 por cien-
to. Empero, factores como el aumento de 
impuestos, la inflación en productos distin-
tos de los energéticos y el descenso de las 
utilidades, como resultado del ciclo recesi-
vo, también deben ser tomados en consi-
deración. Finalmente, debe señalarse que 
uno de los indicadores principales que 
muestran el comportamiento de la econo-
mía norteamericana, como el inicio de 
construcción de nuevas viviendas , ha re-
gistrado, en el mes de enero de 1991, un 
descenso de 44.9 por ciento con relación al 
número de unidades de vivienda cuya cons-
trucción se inició en el mes de enero de 
1990. 
El análisis de los indicadores principales 
de la economía norteamericana muestran 
que la Iniciativa responde a necesidades 
económicas y estratégicas concretas de los 
Estados Unidos. Entender y asumir este 
concepto es muy importante para los paí-
ses de la región, para poder definir cuál 
debe ser su posición y reacción frente a la 
Iniciativa. 
2.2 La evolución del comercio 
exterior y la política comercial de 
los Estados Unidos 
2.2. 1 Las exportaciones 
En 1989, los Estados Unidos registraron 
un total de exportaciones de 364.4 mil mi-
llones de dólares. De ese total, el 61 por 
ciento se canalizó hacia los países indus-
trializados. Algo más del 3 por ciento se 
orientó a las economías centralmente plan i-
ficadas. El mundo en desarrollo participó 
con el 36 por ciento del total de las expor-
taciones norteamericanas. En términos 
absolutos, el comercio de exportación de 
los Estados Unidos hacia los países en 
desarrollo ascendió a 129 mil millones de 
dólares, de los cuales 49.1 mil millones 
corresponden a la región latinoamericana y 
caribeña. 
La tendencia observada en el período 
1987-1989, en lo que respecta a las expor-
taciones norteamericanas, muestra un 
conjunto de características que resulta con-
veniente evaluar: las exportaciones totales 
pasaron de 254.1 a 364.4 mil millones de 
dólares (43 por ciento de aumento) ; los 
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países industrializados disminuyeron su 
participación como mercado de destino de 
tales exportaciones, del 65 por ciento al 61 
por ciento; el crecimiento de las exporta-
ciones hacia América Latina y el Caribe fue 
menor (40 por ciento) que el corres-
pondiente al total, de manera tal que el 
mercado de la región adquirió productos de 
origen norteamericano por 35 mil millones 
de dólares en 1987 y por 49.1 mil millones 
en 1989; el resto del mundo ,... desarrollo, 
sin embargo, importó más en términos ab-
solutos que América Latina y el Caribe. En 
efecto, las exportaciones norteamericanas 
a tales países pasaron de 46.7 a 79.5 mil 
millones de dólares en el período antes 
señalado (70 por ciento de crecimiento). 
2.2.2 Las importaciones 
Las importaciones norteamericanas pa-
saron de 424.4 a 492.9 mil millones de dó-
lares en el período materia de análisis (16 
por ciento de aumento). En 1989, el 61 por 
ciento de las adquisiciones nortea-
mericanas en el exterior fueron efectuadas 
en los países industrializados. América La-
tina y el Caribe, con 60.3 mil millones de 
dólares, significó el 12 por ciento del total. 
Por su parte, los otros países en desarrollo 
exportaron a los Estados Unidos por un 
tola! de 117.5 mil millones de dólares. Sólo 
los nuevos países industrializados de Asia, 
con exportaciones totales por un valor 65.6 
mil millones de dólares, tuvieron una par-
ticipación mayor en el mercado norteame-
ricano que toda la región latinoamericana. 
En 1989 el déficit de la balanza comer-
cial norteamericana se situó en 128.5 mil 
millones de dólares, lo que representa una 
recuperación importante frente al saldo 
negativo de 170.3 mil millones de dólares 
registrado en 1987. Es interesante señalar 
que esa recuperación se ha debido al 
incremento vigoroso de las exportaciones 
norteamericanas, frente a un aumento 
menor de las importaciones. 
En 1989, y continuando con una situa-
ción observada en los últimos años, la ba-
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lanza comercial norteamericana fue defic i-
taria con todas sus contrapartes. Con Amé-
rica Latina y el Caribe, el déficit alcanzó a 
11.200 millones de dólares: Sin embargo, 
con relación al total del déficit comercial 
norteamericano esa magnitud es poco 
relevante (8 7 por ciento). 
2.3 Composición del comercio 
bilateral 
La composición del comercio bilateral 
permite establecer algunas conclusiones , 
para determinar, en función de la realidad 
actual, el potencial de desarrollo de los di-
ferentes sectores del comercio. En 1989, el 
55 por ciento de las exportaciones latmoa-
mericanas a los Estados Unidos correspon-
dieron a_ productos manufacturados; ef 2~ 
por ciento a productos energéticos; el 14 
por ciento a productos agropecuarios; y el 6 
por ciento a otros art(culos. (Ver Cuadro 1). 
Esa composición del comercio se compara 
favorablem~nte c.on lél estructura existente 
en 1980. En tal año, el comporent" ener-
gétiCO representaba el 50 por c1ento de las 
exportaciones regionales hacia los Estados 
Unidos. Los productos manufacturados 
participaban con el 23 oor ciento del total ; 
los productos agrícolas con el 20 por cie!l-
to; y finalmente. -los- otros productos confor-
maban el 7 por c1enfo ael comerc1o reg1onal 
hacia los Estados Unidos . Ese cambio 
cualitativo introduce un conjunto de posibi-
lidades para el manejo de las relaciones 
económicas bilaterales. La diversificación 
de la estructura de la oferta exportable con 
manufacturas representa un elemento 
positivo para impulsar el proceso de 
captacion ae inversiones v ae promo~Lón 
del comercio entre la región y los Estados 
Umaos. Sin embargo. la capaciaad t..umqe-
titJva reg1ona1 en el sector dA la~ m<lnu-
facturas puede agravar con~lictos comer-
ciales y estimular el desarrollo de rresiones 
proteccionistas en el Conyreso norteameri-
cano. 
Por otro lado, v como consecuencia dA 
la inestabilidad política en el Gotro Pérsico, 
puede considerarse como un escenario 
CUADRO 1 
Estados Unidos: Composición del comercio de bienes 
con América Latina y el Caribeal 
Tasa de 
Millones de dólares Porcentajes Crecimiento 
1986 1987 1988 1989 1980 1989 1987 1988 1989 
Total Exportaciones 
de Estados Unidos 31077 34979 43919 49055 100 100 12.6 25.6 11 .7 
Manufacturas 24816 28262 35703 39875 78 81 13.9 26.3 11 .7 
Productos Agrfcolas 3687 3712 4991 5325 16 11 0.7 34.5 6.7 
Energfa 1507 1731 1568 2041 2 4 14.9 -9.4 30.2 
Otros 1067 1274 1657 1814 4 4 19.4 30.1 9.0 
Total Importaciones 
de Estados Unidos 44112 49094 53701 60260 100 100 11.3 9.4 12.2 
Manufacturas 20053 24334 30383 32895 23 55 21.3 24.9 8.3 
Productos Agrícolas 9066 8287 8333 8394 20 14 8.6 0.6 0.7 
Energía 12033 13353 11831 15043 50 25 11 .0 -11 .4 27.1 
Otros 2960 3120 3154 3928 7 6 5.4 1.1 24.5 
Fuente: CEPAL, basado en cifras del Departamento de Comercio de los Estados Unidos. 
aJ Exportaciones FAS, importaciones CIF. 
posible aue lo!=: Estados Unidos orivilegien 
sus importaciones de enerq1a desde 1a re-
gión latinoamericana v caribena.. En tal 
contexto, los Paises exportadores de petró-
leo de América Latina v el Caribe asum1rian 
mayor lmpurtancia.3 
En un informe hecho público recien-
temente por el Departamento de Energía 
de los Estados Unidos (DOE) se hace hin-
capié en ese punto. Este Departamento 
espera que, mediante una mejor coordi-
nación de políticas con sus contrapartes de 
la región y la promoción de la exportación 
de tecnología energética por parte de los 
Estados Unidos, pueda llegarse a contar 
con fuentes más confiables para las 
importaciones de energía de ese país , me-
jorar la balanza comercial estadounidense 
y alcanzar los objetivos políticos y 
económicos que contempla la Iniciativa 
para las Américas.4 
A este respecto debe recordarse que, en 
3 OLADE, Repercusiones de la Crisis del Golfo y opciones para enfrentarlas, documento preparado por la Secretaría 
Permanente de la OLADE, en coordinación con el SELA y la CEPAL para la Conferencia de Cancilleres del Grupo 
de Río, Caracas, 28 de enero de 1991. 
4 SELA, Boletfn de Información Comercial, N • 37, noviembre de 1990, pp. 8-11 . 
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1989, el 26.8 por ciento de las importacio-
nes energéticas norteamericanas procedie-
ron de los países de América Latina y el 
Caribe (en 1981 era del 23.8 por ciento. 
Ver Cuadro 2). En términos de valor, en 
1989, de un total de 56 mil millones de dó-
lares, los oaíses de la región aportaron 15 
mil millones de dólares. 
2.4 La política comercial de 
los Estados Unidos 
En el año 1990 la Administración de los 
Estados Unidos pareció poner más énfasis 
en el desarrollo de iniciativas de colabo-
ración con países de la región que en la 
utilización de los mecanismos de represalia 
previstos en la legislación comercial esta-
CUADRO 2 
dounidense (Sección 301, Super y Especial 
301). Asimismo, los casos iniciados de 
conformidad con las leyes de alivio co-
mercial (claúsula de salvaguardia, regíme-
nes antidumping y medidas compensato-
rias) fueron menos numerosos que en años 
anteriores, cuando esos instrumentos fue-
ron utilizados frecuentemente como meca-
nismos proteccionistas.5 
Diversos países de la reg ión han adop-
tado, o están en proceso de hacerlo, refor-
mas en sus políticas económicas, incluyen-
do las políticas comerciales , de inversiones 
y de propiedad intelectual , con una orienta-
ción que ha contribuido a una reducción de 
las presiones por parte de los sectores inte-
resados en Estados Unidos. Varias centro-













Millones de dólares (Cif) 
1986 1987 1988 1989 
39838 46724 44097 56093 
3896 3979 3456 4462 
4693 5273 4823 6355 
614 393 419 730 
718 728 585 620 
2112 2980 2548 2876 
12033 13353 11831 15043 











Fuente: CEPAL, basado en cifras del Departamento de Comercio de los Estados Unidos. 




1987 1988 1989 
17.3 -5 .6 27.2 
2.1 -13.1 29.1 
12.4 -8.5 31.8 
-36.0 6.6 74 .2 
1.4 -19.6 6.0 
41.1 -14.5 12.9 
11.0 -11.4 27.1 
20.0 -3.3 27.2 
versias comerciales - algunas de larga 
data- fueron resueltas en 1990 cuando los 
reclamos que las originaron quedaron sin 
fundamento como consecuencia de re-
formas de ciertos regímenes legales adop-
tadas por algunos países de la región. 
A lo anterior debe agregarse la in-
corporación reciente de varios países lati-
noamericanos al GA TT (Venezuela, Bolivia, 
Costa Rica, El Salvador, Honduras) y los 
que están en proceso de adhesión, como 
Guatemala y Paraguay, lo cual, para Esta-
dos Unidos, es un hecho positivo, porque 
implica un fortalecimiento del GATT y un 
aumento del número de países sujetos a la 
disciplina del Acuerdo General y a su siste-
ma de solución de diferencias. 
Durante el curso de la Ronda Uruguay 
de Negociaciones Comerciales Multilatera-
les, los Estados Unidos buscaron fomentar 
posibles apoyos con países latinoamerica-
nos en algunos temas de su interés. El 
caso más evidente fue el de la agricultura, 
sector en el cual los Estados Unidos han 
afianzado la concertación con el grupo de 
Cairns y particularmente, con los cinco 
miembros latinoamericanos. Además, en 
Washington parece apreciarse positi-
vamente la participación constructiva que 
han tenido los países latinoamericanos en 
la Ronda Uruguay y ello ha contribuido a 
una actitud más favorable en el manejo de 
las relaciones comerciales por parte de la 
Administración. 
No obstante, se aprecia que la Ronda 
Uruguay ha servido como una válvula de 
escape que, durante 1990, ha permitido a 
la Administración del Presidente Bush 
amortiguar presiones de otros sectores en 
áreas como las inversiones, los servicios, 
la propiedad intelectual y el acceso a los 
mercados, con la promesa que, en tales ne-
gociaciones, se lograrían resultados, tanto 
en materia de acceso como de nuevas 
disciplinas, que resolverían los problemas 
que preocupaban a algunas industrias, al 
Congreso y a otros grupos de interés. 
El retraso en la finalización de la Ronda 
Uruguay y las dificultades que se han 
presentado en áreas como la agri:ultura y 
los servicios, que estuvieron en el origen de 
la propuesta de Estados Unidos de iniciar 
una nueva ronda de negociacior.es comer-
ciales multilaterales, podrían ha.:er pensar 
en un recrudecimiento de las presiones 
bilaterales por la vía de mecanismos tipo 
sección 301. ! a pÁrdirl;} de credibilidr)rl del 
sistAma multilateral de comerc1o puedA in-
clinar la o~lanza de poaer en favor de po-
siciones proteccionistas en las cuaiP.s se 
privilegien política~ lti~teraiA~ y r~c:c•onAs 
unilaterales antes que un estuepo ae ca-
rácter multilateral orientado a conformar un 
nuevo s-istema internacional de comercio. 
Además. la oferta de los Estados Unidos. 
de hacer concesiones comArr.iales para 
bene!1c1ar a la región, siemore aue haga, lo 
mismo otros países industriallzarlns, cons-
tituye, p-or el momentn rll mAnos, tma 
oportunidad- perdida para América Latina y 
el Caribe. 
De haberse logrado resultados positi-
vos, éstos habrían conformado un marco 
dentro del cual los países de América Lati-
na y el Caribe habrían podido negociar 
acuerdos comerciales con los Estados Uni-
c os y también Canadá, sobre todo en lo 
e ue respecta a temas complejos, como los 
tdxtiles, la agricultura, los productos tropi-
cales y las barreras no arancelarias 
(BNAs). 
Por otra parte, puede argumentarse que 
la importancia de la región para los Estados 
Unidos (y Canadá) ha crecido, ante el am-
biente de incertidumbre provocado por la 
ausencia de un acuerdo comercial global y 
el hecho de que sea más probable que se 
intensifiquen los conflictos comerciales 
entre bloques económicos poderosos. Se-
guramente, esta consideración hará que se 
recurra más rápidamente a lo que desde el 
principio ha sido el plan contingente de los 
Estados Unidos frente a un eventual fraca-
so de la Ronda Uruguay: la firma de acuer-
dos comerciales bilaterales y multilatera-
les. 
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En el contexto antes señalado, con la 
Iniciativa para las Américas podría estable-
cerse un nuevo medio para negociaciones 
de los Estados Unidos con los países lati-
noamericanos y del Caribe y una alternati-
va a la utilización de los mecanismos de 
represalia comercial considerados en la 
legislación norteamer .... and. 1 e be olvi-
darse, s•n embargo, que tales instrumentos 
seguirán estando disponibles, que las pre-
siones de determinados sectores continua-
rán jugando un papel a tomar en cuenta y 
que en el Congreso las tendencias en favor 
de una política comercial más agresiva no 
han desaparecido. 
Es importante tener en cuenta, respecto 
de lo anteriormente señalado, que la forma 
como se administran los regímenes como 
la Sección 301 es un indicador de la 
orientación de la política comercial por par-
te del Poder Ejecutivo de Estados Unidos. 
Son tales regímenes legales los que con-
fieren al Ejecutivo un grado de discreciona-
lidad tal que pueden ser efectivamente uti-
lizados como instrumentos de su política 
comercial, a diferencia de las llamadas le-
yes de alivio comercial (reglmenes sobre 
medidas compensatorias y antidumping) 
donde esa discrecionalidad está limitada y 
su aplicación sujeta a criterios objetivos 
establecidos por la ley. 
2.5 Las políticas en relación a la 
deuda externa 
El Presidente Bush, al anunciar la Ini-
ciativa para las Américas, otorgó especial 
atención al problema de la deuda externa, 
que constituye uno de los temas cruciales 
en la actual coyuntura regional. Destacó, a 
ese respecto, la significación del Plan Bra-
dy, acerca del cual afirmó que " ... ha ayu-
dado a las naciones a reducir su deuda 
frente a los bancos comerciales"; recono-
ció como problema el relativo a la deuda 
oficial; y, propuso que el BID aune "sus 
esfuerzos y recursos a los del Fondo Mo-
netario Internacional y del Banco Mundial 
para respaldar la reducción de la deuda de 
América Latina y del Caribe frente a la 
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banca comercial". El Presidente Bush puso 
particular énfasis en precisar que, desde la 
perspectiva norteamericana, en todos los 
asuntos relativos a la deuda, la condicio-
nalidad derivada de la vinculación con la 
reforma económica constituye un requisito 
esencial. 
Al finalizar 1990 se estima que, del total 
de 432 mil millones de dólares que adeuda 
la región, la deuda externa de América La-
tina y el Caribe con los Estados Unidos 
asciende a 100.000 millones de dólares. 
De esa magnitud, el componente oficial 
(susceptible de ser reducido en función de 
los criterios establecidos en la Iniciativa 
para las Américas) asciende a 12.000 mi-
llones de dólares. De ese total, 6.800 mi-
llones de dólares corresponden a la deuda 
concesional y 5.200 millones de dólares a 
la deuda comercial. Estas cifras, si bien 
resultan poco significativas en el marco 
global de la deuda externa de la región, son 
importantes para algunos países de la mis-
ma (ver Cuadro 3). 
Para lograr la reducción de esa deuda, 
los países de la región deben cumplir con 
estrictos criterios de condicionalidad. Tal 
situación contrasta con otras opciones polí-
ticas asumidas recientemente por los Esta-
dos Unidos con relación a países frente a 
los cuales ha mostrado un interés especial. 
Por ejemplo, Estados Unidos aprobó re-
cientemente la cancelación del 70 por 
ciento de la deuda oficial de Polonia. Igual-
mente, aprobó la cancelación de la deuda 
oficial de Egipto por alrededor de 7.000 
millones de dólares. 
El planteamiento del Presidente Bush en 
el marco de la Iniciativa para las Américas 
sobre el tema de la deuda no es el primero 
que se efectúa durante su Administración. 
En efecto, el acontecimiento más importan-
te desde el punto de vista de las relaciones 
financieras entre Estados Unidos y los paí-
ses de América Latina y el Caribe es el Plan 
Brady, relativo al tratamiento de la deuda 
comercial de las economías en desarrollo. 
El principal componente de tal enfoque fue 
CUADRO 3 
Sistema Económico Latinoamericano 
Deuda Pública Externa con distintos tipos de acreedores 
(Cifras porcentuales) 
1989 
País Acreedores Acreedores Acreedores Total 
Multilaterales Bilaterales Privados Deuda Pública 
y con garantía 
Púb. a largo p. 
1 2 3 4=1+2+3 
Argentina 8.66 10.95 80.39 100 
Barbados 30.34 18.62 51 .04 100 
Bolivia 39.41 47.46 13.13 100 
Brasil 12.87 15.56 71.58 100 
Colombia 40.23 17.67 42.10 100 
Costa Rica 28.45 28.09 43.49 100 
Cuba aJ 0.99 68.53 30.48 100 
Chile 32.92 8.49 58.58 100 
Ecuador 20.59 19.67 59.74 100 
El Salvador 48.24 48.55 3.21 100 
Grenada 50.63 45.57 3.80 100 
Guatemala 41.53 36.06 22.41 100 
Guyana 40.36 42.86 16.78 100 
Haití 63.37 28.29 8.49 100 
Honduras 47.72 34.99 17.28 100 
Jamaica 30.84 54.65 14.54 100 
México 14.06 7.09 78.86 100 
Nicaragua 11.86 69.19 18.95 100 
Panamá 28.37 10.53 61.56 100 
Paraguay 37.69 47.64 13.69 100 
Perú 16.00 33.73 50.28 100 
Rep. Dominicana 24.37 49.51 26.13 100 
Suriname bl 20.73 23.17 56.10 100 
Trinidad & Tobago 3.83 29.58 66.59 100 
Uruguay 21.45 3.00 75.55 100 
Venezuela 2.22 0.73 97 .05 100 
Fuente: BANCO MUNDIAL. World Debt Tables, 1989-90. OCDE. CEPAL 
al Datos del Banco Nacional de Cuba (CEPAL) . en moneda libremente convertible . 
b/ Datos de la OCDE. Externa! Debt Statistics. 1989. 
SELA, marzo/91 . 
el compromiso de apoyar oficialmente ope-
raciones de reducción de la deuda externa 
y su servicio, como una forma de promover 
una solución duradera del problema. 
Inicialmente, el Plan Brady despertó ex-
pectativas en el sentido que el enfoque del 
menú de opciones que había prevalecido 
hasta entonces sería reemplazado por una 
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estrategia radicalmente diferente, dirigida 
a promover una reducción sustancial en la 
carga de la deuda de los países en desa-
rrollo. Sin embargo, y después de casi dos 
años de aplicación, la propuesta del 
Secretar•o del Tesoro norteamericano se 
caracter za por los siguientes rPsultados: 
(i) limit - i o apoyo oficial para promover ini-
ciativas de reducción de la deuda de un 
número significativo de países (ii) énfasis 
en la utilización de mecanis,, .os volunta-
rios, (iii) alta selectividad; y, (iv) condicio-
nalidad. 
En cambio, los mecanismos de merca-
do, considerados como uno de los factores 
esenciales para la reducción de la deuda, 
no han sido utilizados en el proceso. Por el 
contrario, se han observado discrepancias 
importantes entre los niveles de la cotiza-
ción en el mercado secundario de los 
títulos representativos de la deuda y las 
propuestas formuladas por la banca co-
mercial acreedora para negociar reduc-
ciones de la deuda en el marco del Plan 
Brady. Las ofertas de la banca han estado 
siempre por encima de la cotización de 
mercado y los países deudores no han 
podido, en la mayoría de los casos, acceder 
directamente al mercado secundario para 
adquirir títulos de su deuda. 
En el contexto del Plan Brady, en mayo 
de 1989, el FMI y el Banco Mundial dieron a 
conocer las pautas del apoyo que brinda-
rían a las operaciones de reducción de la 
deuda y su servicio. El respaldo del Fondo 
estaría sujeto a la instrumentación, como lo 
ha hecho tradicionalmente, de programas 
de ajuste económico con fuertes elementos 
de reforma estructural, en virtud de la apli-
cación de políticas diseñadas para "mejo-
rar el clima de ahorro e inversión, revertir la 
fuga de capitales y atraer ingresos de capi-
tal privado e inversión directa" . 
El Banco Mundial, por su parte, compro-
metió su apoyo a las operaciones de re-
ducción de la deuda y su servicio bajo 
condiciones similares a las planteadas por 
el FMI. 
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Los acontecimientos producidos pare-
cen mostrar que el Plan Brady ha tenido 
más éxito como instrumento de política 
exterior de los Estados Unidos, dirigido a 
fortalecer la tendencia de aplicación, por 
parte de los países en desarrollo, de políti-
cas económicas ortodoxa~;, que como mar-
co para una solución definitiva de los pro-
blemas derivados del endeudamiento ex-
terno. Esta situación, en principio, no de-
bería sorprender. En efecto, las etapas 
anteriores de la estrategia norteamericana 
de manejo del problema de la deuda tam-
poco se habían propuesto solucionar los 
problemas de los deudores, sino evitar una 
crisis del sistema financiero internacional 
derivada de la quiebra de los bancos de 
Estados Unidos, fuertemente expuestos en 
América Latina y otras regiones. En la 
actualidad, como consecuencia de la dis-
minución significativa de la exposición cre-
diticia de tales entidades en América Latina 
y el Caribe, ese peligro se ha reducido sig-
nificativamente. 
Como último punto relacionado con el 
pilar deuda, el Presidente Bush sostuvo, en 
su discurso del 27 de junio de 1990, que 
"en el marco de nuestra Iniciativa para las 
Américas , procuraremos reforzar la política 
ambiental en nuestro hemisferio". Planteó, 
como "acuerdos innovadores" . los canjes 
de deuda por medidas ambientales y la 
creación de fondos ambientales , vincula-
dos con la reducción de la deuda oficial , 
que se destinarían a financiar proyectos 
ambientales en los países deudores. 
2.6 La situación de las inversiones 
El tema de la inversión de los Estados 
Unidos en América Latina y el Caribe no 
puede considerarse exclusivamente en el 
marco de lo propuesto en la Iniciativa para 
las Américas. Tiene que ser apreciado en 
un contexto más amplio, caracterizado por 
las relaciones entre los países industria-
lizados y las naciones en desarrollo. Debe, 
además, ser evaluado desde la perspectiva 
de las estrategias de las corporaciones 
transnacionales y el papel que éstas asig-
nan a las naciones en desarrollo en el mar-
co del proceso de globalización de la 
economía internacional. 
Un reciente trabajo preparado por el 
Centro de Empresas Transnacionales de 
las Naciones Unidas6 , indica que en 1989 el 
stock total de la inversión extranjera directa 
alcanzó a 1.5 millones de millones de 
dólares. En el período 1985-1989, el total 
de la lEO proveniente de los países 
industrializados sumó 612 mil millones de 
dólares. De ese total, le correspondió a los 
Estados Unidos 90 mil millones de dólares 
(14.5 por ciento). Tal magnitud resulta 
menor que la registrada en igual período 
por el Japón y el Reino Unido (119 y 127 mil 
millones respectivamente). 
El proceso de internacionalización del 
capital y de la globalización económica se 
conduce, tal como aparece de las cifras 
relativas a los flujos de recursos, desde los 
grandes centros industriales. 
En 1989 los flujos de capital de riesgo 
ascendieron a 202 mil millones de dólares. 
Casi el 97 por ciento de ese total se originó 
en los países industrializados y sólo el 3 por 
ciento en las naciones en desarrollo. El 86 
por ciento (173 mi l millones) se orientó a la 
naciones industrializadas y solo el 14 por 
ciento (29 mil millones) a los países en 
desarrollo . 
Como parte del proceso de cambios 
experimentados por la economía interna-
cional , la inversión de capital de riesgo 
destinada a los países en desarrollo ha ten-
dido a disminuir en términos de partici-
pación. En el período 1980-1984, alcanzó 
al 25.2 por ciento . En la etapa com-
prendida entre 1985 y 1989 disminuyó al 
18.6 por ciento. La tendencia es decrecien-
te, tal como se observa en la etapa más re-
ciente (1989), en que el mundo en desa-
rrollo sólo participó con el 16.9 por ciento. 
En cambio, la inversión extranjera direc-
ta en los Estados Unidos se ha incremen-
tado significativamente durante los últimos 
años. De acuerdo con cifras elaboradas por 
el Sistema de la Reserva Federal , al 
concluir 1989 la inversión directa extran-
jera en los Estados Unidos ascendía a 
390.000 millones de dólares . Esta cifra 
debe compararse con la de 125.000 mi-
llones de dólares, que era la registrada en 
1982. A partir de ese último año ha sido 
continuo el crecimiento de la inversión fo-
ránea en la economía norteamericana. La 
posición como inversionista internacional 
de los Estados Unidos ha resultado, en tér-
minos netos, negativa desde 1985. Ello es 
una consecuencia del proceso de capta-
ción de recursos financieros , tanto de capi-
tal de riesgo como de inversiones financie-
ras propiamente dichas, efectuado por la 
economía norteamericana. Al término de 
1989, y según la misma fuente, la posición 
neta de inversiones internacionales de los 
Estados Unidos fue negativa en 603 mi l 
millones de dólares. La situación estuvo 
caracterizada por inversiones extranjeras 
en los Estados Unidos, en diferentes cate-
gorías de títulos y valores, por 1.983 mi l 
millones de dólares y por activos financie-
ros norteamericanos localizados fuera de 
su territorio por un valor de 1.380 mil millo-
nes de dólares. 
América Latina y el Caribe, en materia 
de captación de inversiones extranjeras , ha 
perdido importancia a nivel internacional. 
De hecho, en el período de 1980-1989, fue 
la región del mundo que registró el mayor 
retroceso. En efecto, entre 1980-1984 
participaba con el 12.3 por ciento del total 
de flujo de capitales por concepto de la 
lEO. En el período 1985-1989, esa partici-
pación se redujo al 7.6 por ciento. En 1989 
fue de sólo 5.8 por ciento. 
De acuerdo a las cifras elaboradas por el 
Centro de Empresas Transnacionales de 
6 COMMISSION ON TRANSNATIONAL CORPORATIONS,Recent Developments related to Transnationa/Corporations 
and lntematíona l Economíc Relations, E/C.10/1991/2, 21 de enero de 1991 . 
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las Naciones Unidas, en términos de valor, 
en el período 1980-89 la IED captada por 
América Latina y el Caribe sumó 14.4 mil 
millones de dólares (ver Cuadro 4). De 
acuerdo a otras metodologías de contabi-
lización de la inversión extranjera directa, 
ésta alcanzó en la región, en los dos últi-
mos años, un nivel de 5.000 millones de 
dólares anuales. En todo caso, la magnitud 
de la IED recibida por la región es insu-
CUADRO 4 
ficiente para impulsar de manera efectiva 
su desarrollo económico y social. Equivale, 
en el mejor de los escenarios, a sólo el 20 
por ciento de lo que, en promedio, ha re-
mesado la región anualmente a los centros 
financieros internacionales por concepto 
de la amortización y servicio de la deuda 
externa, a partir del inicio de la crisis de la 
deuda. 
Flujo de inversión extranjera directa hacia regiones en desarrollo 
1980-1984, 1985-1989 y 1988-1989 
Región 1980- 1985- 1988- 1980- 1985- 1988-
Receptora 1984 1989 1989 1984 1989 1989 
Valores absolutos (Miles de millones de dólares) Participación (Porcentajes) 
Todos los paise 49.70 119.00 173.00 
Países en desarrollo 12.50 22.20 29.20 25.2 18.6 16.9 
A frica 1.20 2.60 3.20 2.4 2.2 1.9 
América Latina y el Caribe 6.10 8.30 10.00 12.3 7.6 5.8 
Asia del Este, Sur y Sudeste 4.70 10.70 15.20 9.4 9.0 8.8 
Oceanía 0.13 0.14 0.20 0.3 0.1 0.1 
Asia Occidental 0.37 0.40 0.54 0.8 0.3 0.3 
Otros al 0.04 0.03 0.05 0.07 0.03 0.03 
Los diez receptores más 
grandes 9.00 14.30 19.20 18.1 12.0 11 .1 
Países menos desarrollados 0.19 0.15 0.17 0.4 0.1 0.1 
Fuente: Estimados de UNCTC basados en las cintas sobre balanza de pagos del Fondo Monetario Internacional , 
procesadas el 1 O de enero de 1991 , estimados de OCDE y fuentes nacionales. 
aJ Incluye Malta y Yugoslavia. 
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3 
Evolución de la Iniciativa 
3.1 La Iniciativa en los 
Estados Unidos 
Desde que el Presidente Bush anunció la 
Iniciativa, la Administración ha adoptado 
distintas medidas destinadas a su concre-
ción. Entre ellas, conviene citar la Ley de la 
Iniciativa para las Américas, el acuerdo 
establecido entre la Agencia Internacional 
para el Desarrollo (AID) y el Departamento 
de Comercio y las reducciones arancelarias 
en el marco de la Ronda Uruguay. 
3.1.1 La Ley de la Iniciativa para 
las Américas 
El 14 de septiembre de 1990, menos de 
tres meses después de hacer su anuncio 
oficial y tras consultas intensivas con los 
diversos grupos interesados, el Presidente 
Bush envió al Congreso un proyecto de ley 
titulado "Ley de la Iniciativa para las Amé-
ricas de 1990", en el que se plantean las 
medidas para instrumentar los componen-
tes que en materia de ambiente, deuda e 
inversiones habían sido mencionados en su 
Iniciativa del 27 de junio de 1990. 
El proyecto de ley de la Iniciativa para las 
Américas contiene cinco títulos. En el Título 
1, se otorga autorización y se efectúan las 
asignaciones para que el Secretario del 
Tesoro aporte 500 millones de dólares en 
cinco cuotas anuales iguales al Fondo para 
las Américas (FPA). Dicho Fondo será 
administrado por el BID, el cual otorgará 
donaciones para proyectos y programas 
con el objeto de adelantar reformas e ini-
ciativas específicas en materia de políticas 
de inversión orientadas hacia el mercado 
que incentiven las inversiones extranjeras y 
nacionales en América Latina y el Caribe. 
Además, los recursos de ese Fondo se 
aplicarán para financiar la asistencia téc-
nica requerida para privatizar las industrias 
del gobierno, la infraestructura comercial y 
los planes de educación y capacitación de 
personal. 
En el Título 11, se establece que el De-
partamento del Tesoro constituye el centro 
de operaciones de la Iniciativa para las 
Américas, desde el que se estimulará y res-
paldará el crecimiento económico de la re-
gión y las reformas orientadas hacia el mer-
cado, a través de acciones interrelaciona-
das que promoverán la reducción de la 
deuda, la reforma del régimen de inver-
siones y la protección ambiental. En tal vir-
tud, administrará las operaciones de reduc-
ción de la deuda que se llevarán a cabo en 
los países que reúnan ciertos criterios de 
elegibilidad según lo determine el Presiden-
te de los Estados Unidos. 
En el título 111, se autoriza al Presidente a 
reducir los adeudos a los Estados Unidos o 
a cualquiera de sus agencias por concepto 
de préstamos concesionales otorgados (i) 
en virtud de la Ley de Asistencia Foránea de 
1961; y (ii) los créditos concedidos de 
conformidad con el título 1 de la Ley de As is-
tencia y Desarrollo Comercial Agrícola de 
1954. Los créditos susceptibles de ser redu-
cidos son los vigentes al 1 de enero de 1990. 
El Departamento del Tesoro sustituirá las 
anteriores obligaciones a cambio de nue-
vas, cuyo capital será reintegrado en dóla-
res a tasas de interés concesionales y cuyos 
intereses serán pagados en moneda local a 
un Fondo Ambiental, propiedad del país 
elegible pero utilizable sólo para fines espe-
cíficos (enumerados en el Título IV), todo lo 
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cual estará sujeto a una programación con-
junta. En los casos en que no exista dicho 
Fondo Ambiental, los intereses se pagarán 
en dólares estadounidenses y se deposita-
rán en las cuentas establecidas a tal fin. 
Cabe notar que en el proyecto de ley no 
se especifican ni el grado de reducción de 
deuda ni la tasa de interés concesional. 
En el título IV, se estipula que el país 
elegible deberá depositar en un Fondo 
Ambiental de la Iniciativa para las Américas 
los intereses pagados en moneda local, su-
ma que se invertirá y cuyo rendimiento, sea 
cual fuere, constituirá recursos adicionales 
para el Fondo. Estas sumas de dinero po-
drán desembolsarse sólo según lo estable-
cido en el acuerdo marco ambiental firmado 
por el Presidente de los Estados Unidos y el 
país elegible. Tal acuerdo regirá el fun-
cionamiento y uso del Fondo y especificará 
los medios a través de los cuales se cum-
plirá la programación conjunta. 
Además, dicho acuerdo marco podrá 
contemplar el otorgamiento de donaciones 
por parte del Fondo con el propósito de res-
paldar los programas ambientales que 
estén en marcha en el país elegible, siem-
pre que lo aprueben conjuntamente el país 
alegible y el Presidente de los Estados Uni-
dos. 
De ser posible se tratará de mantener en 
términos de dólares estadounidenses el 
valor de los recursos que tiene el Fondo en 
moneda local . 
Se establece también que el Presidente 
estimule a las organizaciones no guberna-
mentales (ONGs) de los Estados Unidos 
que tengan experiencia en actividades am-
bientales para que participen en la negocia-
ción de los acuerdos marco ambientales, y 
que, además, aliente a los países elegibles 
a que promuevan la participación de tales 
organizaciones en la toma de decisiones 
acerca del uso de los fondos otorgados. Al 
Presidente también se le pide consultar a 
las ONGs en relación con el esta~)le­
cimiento, estructura y funcionamiento del 
programa del Fondo. 
En el título V, se autoriza al Presidente a 
vender, reducir o cancelar los activos o 
préstamos del Ex-lm Bank adquiridos a 
partir de garantías de crédito de la CCC 
(Commodity Credit Corporation) o la ley P.L. 
480 a un país elegible antes del 1 ro . de 
enero de 1990, de conforr.nidad con una 
determinación tomada por el Presidente so-
bre la elegibilidad de los compradores y 
basada en la presentación a éste de planes 
satisfactorios para entablar canjes de deu-
da por derechos sobre activos o de deuda 
por territorio. 
El título VI establece que el Presidente 
debe entregar, a más tardar el 31 de diciem-
bre de cada año, a los Presidentes de la 
Cámara de Representantes y del Senado un 
informe sobre la aplicación de las normas 
relativas a la Iniciativa durante el año fiscal 
anterior. 
En :;u carta al Congreso, el Presidente 
Bush t.izo hincapié en que el objetivo de la 
Iniciativa es forjar una amplia y sólida rela-
ción con América Latina y el Caribe en la 
década de los noventa, para así fortalecer 
sus vínculos económicos con los Estadcs 
Unidos y estimular el crecimiento y desa-
rrollo de todo el hemisferio. Dejó constan-
cia de que cree que estas medidas respal-
darán a los dirigentes latinoamericanos y 
caribeños en sus esfuerzos por construir 
economías fuertes, y les recordó que los 
Estados Unidos habían sido afectados por 
la crísis económica enfrentada por otros 
países. 7 
7 Enterprise for the Americas lnitiative Act of 1990, Mensaje del Presidente de los Estados Unidos en el que propuso 
un anteproyecto de ley que reglamenta la puesta en práctica de la Iniciativa para las A.néricas y demás actividades. 
U.S. Government Printing Office, 1990. 
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Las audiencias en las Cámaras de Re-
presentantes y en el Senado se iniciaron el 
27 de septiembre, con exposiciones por 
parte del Ejecutivo, acompañadas luego por 
intervenciones de representantes de los 
sectores comercial y ambiental.8 
El gobierno del Presidente Bush logró un 
éxito parcial en un período muy corto de 
tiempo al conseguir que fuese aprobada la 
legislación que autoriza la aplicación de sus 
propuestas en materia de deuda¡ aunque 
sólo sea de una pequeña parte de. ellas. Ello 
permite al Departamento del Tesoro em-
prender negociaciones formales tendientes 
a reducir la deuda con los países lati-
noamericanos y caribeños elegibles, cuya 
deuda aparece registrada en el programa 
P.L. 480 concesional. No obstante, en una 
segunda etapa, el gobierno estadounidense 
tendrá que presentar un proyecto de ley 
sobre asignaciones de recursos finan-
cieros , el cual deberá ser aprobado para 
disponer de los fondos eventualmente 
·necesarios para cumplir los acuerdos re-
sultantes sobre reducción de deuda. Es 
posible que los fondos requeridos no sean 
asignados antes del año fiscal 1992. 
La relevancia que tiene para América 
Latina y el Caribe la aprobación y sanción 
de esta ley reside en el hecho de que, aun 
cuando sólo se ocupa de la reducción de la 
deuda contemplada en el programa P .L. 480 
(2.3 mil millones de dólares), sienta un 
precedente irrefutable con respecto a la 
implementación de las propuestas sobre re-
ducción de deuda como un todo, inclu-
yendo, entre otros elementos, el requisito 
de elegibilidad, el control de fondos, y la 
rendición de cuentas. Tal situación, por 
consiguiente, dificulta que la región influya 
en la legislación futura relacionada con los 
demás segmentos de las propuestas sobre 
reducción de deuda. 
3.1.2 Acuerdo AID - Departamento 
de Comercio 
Otro elemento es el acuerdo logrado 
entre la AID y el Departamento de Comercio 
con miras a constituir un Centro para el 
Desarrollo Comercial de América Latina y el 
Caribe en el seno del Departamento de 
Comercio, hecho que ocurrió a finales de 
septiembre de 1990. El Centro se encargará 
de llevar a cabo actividades tales como 
brindar apoyo en materia de mercadeo para 
estimular el comercio y las inversiones, sir-
viendo así de centro de difusión para las 
oportunidades de intercambio y creando un 
mayor nivel de conciencia entre agentes 
económicos de los Estados Unidos acerca 
de las oportunidades comerciales poten-
ciales que presenta el hemisferio en esta 
área. 9 
3.1.3 Reducciones arancelarias 
En el contexto de la Ronda Uruguay, 
Estados Unidos ha hecho ofertas de re-
ducciones arancelarias, las que fueron eva-
luadas al 23 de noviembre de 1990 por la VI 
Reunión de Consulta sobre las Negociacio-
nes Comerciales Multilaterales del SELA. 
8 No obstante, cabe señalar que el 18 de julio se había celebrado una audiencia ante una subcomisión del Comité de 
la Cámara de Representantes para Asuntos Internacionales. El propósito de tal audiencia fue examinar algunos temas 
relacionados con la Iniciativa tomando como eje principal la propuesta de reducción de la deuda contraída por América 
Latina y el Caribe. La reunión demostró que, en líneas generales, el Congreso respaldaba la propuesta de reducción 
de la deuda, debido a que estaba ligada a las disposiciones ambientales, y ello determinó que tanto la Cámara de 
Representantes como el Senado aprobaran las enmiendas al proyecto de ley agrícola que se estaba debatiendo en 
ese entonces y que contemplaba la reducción de las deudas contraídas con el gobierno de los Estados Unidos dentro 
del marco de programas de índole agrícola. SELA, Boletín de Información Comercial, No. 33, julio de 1990, pp . 7-1 1. 
9 Véase la Declaración de James H. Michel , Administrador adjunto, Oficina para América Latina y el Caribe, Agencia 
para el Desarrollo Internacional , ante el Comité de la Cámara de Representantes para Asuntos Internacionales, 27 
septiembre de 1990. 
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Ponderado por el comercio de la región, los 
cortes arancelarios para todos los pro-
ductos sujetos a derechos de aduana son 
del 27,3 por ciento (37)1°. Esta cifra se 
desglosa por sectores de la siguiente ma-
nera: para productos tropicales, 69 por 
ciento (71,5); para los productos obtenidos 
de la explotación de recursos naturales, 
30,9 por ciento (77,9); para los productos 
agrícolas, 70,8 por ciento; para los textiles, 
7 por ciento y para los demás productos, 
17,8. por ciento. Una vez finalizada la Ron-
da Uruguay se podrá evaluar si las conce-
siones arancelarias ofrecidas por los Esta-
dos Unidos cumplen con lo expresado por el 
Presidente Bush al lanzar la Iniciativa, a fin 
de procurar cortes arancelarios más pro-
fundos en productos de interés para la 
región. 
3.1.4 las negociaciones para un 
acuerdo de libre comercio con 
México y Canadá 
El 26 de septiembre de 1990, el Presi-
dente Bush notificó formalmente al Con-
greso su intención de iniciar negociaciones 
de iibre comercio con México. Tres meses 
antes, el 11 de junio, los Presidentes de 
México y de los Estados Unidos habían 
anunciado en una declaración conjunta su 
intención de negociar un acuerdo de libre 
comercio y dieron instrucciones a sus res-
pectivos negociadores comerciales para 
que "emprendieran las consultas y los pre-
parativos necesarios para iniciar tales 
negociaciones." Además, el 8 de agosto, el 
Presidente Bush aprobó algunas recomen-
daciones para las primeras negociaciones, 
basándose en la declaración conjunta 
previamente dada por ambos Presidentes 
' 1 
segun la cual: 
"un acuerdo que implique la eliminación gradual y 
global de las barreras comerciales entre los dos 
paises podría significar beneficios mutuos insupera-
bles, entre los que figuran la eliminación completa y 
por etapas de los aranceles aduaneros a la importa-
ción; la eliminación o la mayor reducción posible je 
las barreras comerciales no arancelarias, ta.es 
como las cuotas de importación, las licencias \ las 
barreras técnicas al comercio; el establecimien; o de 
una protección clara y vinculante para loe; derf.chos 
de propiedad intelectual; procedimientos de arreglo 
de controversias justos y expeditos; y medios para 
mejorar y ampliar el flujo de bienes, servicios e 
inversiones entre los Estados Unidos y México".11 
A inicios del mes de febrero de 1991, 
Estados Unidos, México y Canadá acorda-
ron iniciar negociaciones tendientes a la 
creación de una zona de libre comercio. En 
virtud de ese acuerdo se vincularán las 
economías de los países de América de. 
Norte. En el comunicado conjunto, los Pre-
sidentes de México y los Estados Unidos y 
el Primer Ministro de Canadá subrayaron 
que el mercado que se propone comprende 
una población superior a 360 millones de 
habitantes y un producto bruto superior a 6 
millones de millones de dólares. Los obje-
tivos de las negociaciones, que se reali-
zarán con arreglo a los procedimientos 
internos de cada uno de los países partici-
pantes, son la eliminación progresiva de los 
obstáculos para el flujo de bienes y 
servicio~, así como de inversiones; propor-
cionar ; decuada protección a los derechos 
de propiedad intelectual; y, establecer un 
sistema eficiente y expedito de solución de 
controversias . 
3.1.5 la sanción de la ley de 
Comercio y Aduanas de 1990 
Un acontecimiento ocurrido el 20 de 
agosto, fue la aprobación y sanción de la 
Ley de Comercio y Aduanas de 1990. Esta 
ley comprende una serie de reformas a la 
Iniciativa para la Cuenca del Caribe (ICC), 
en virtud de las cuales el programa es aho-
10 ~as ci~as i_ndicadas entre paréntesis corresponden a la misma evaluación , pero considerando la oferta de Estados 
Unid~, mclu1do el enfoque cero por cero, por medio del cual Estados Unidos propone el libre comercio total y recíproco 
en var1os sectores, como el acero. 
11 SELA, Boletín de Información Comercial, No. 32, junio de 1990, p. 6. 
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ra permanente, mientras que al principio 
tenía una duración de 12 años.12 
3.1.6 La Iniciativa de Preferencia 
Comercial Andina 
Finalmente, otro hecho se vincula con 
los principios establecidos en la Declara-
ción de Cartagena13, en la que el Presidente 
Bush y los Presidentes de Bolivia, Colom-
bia, Ecuador y Perú manifestaron su inten-
ción de luchar contra el tráfico de drogas 
proponiendo alternativas económicas legí-
timas. En ese marco, el Presidente de los 
Estados Unidos planteó el 23 de julio de 
1990 lanzar una Iniciativa de Preferencia 
Comercial Andina para aquellos países 
"que están luchando para eliminar la pro-
ducción, el procesamiento y el envío de dro-
gas". 14 El 5 de octubre, hizo llegar al 
Congreso una propuesta legislativa titulada 
"Ley de Preferencia Comercial Andina de 
1990" (LPCA). 
La LPCA contempla un trato libre de 
impuestos para las importaciones andinas 
basándose en los requisitos de origen de 
por lo menos un 35 por ciento del valor 
agregado en uno o más de los países bene-
ficiarios, o uno o más de los países de la 
ICC. 15 A tal porcentaje puede aplicarse un 
15 por ciento del valor total de los 
componentes hechos en los Estados Uni-
dos, siempre y cuando se transforme el 
producto final en " un artícu lo comercial 
nuevo y diferente ". Como en el caso de la 
ICC, los productos que sean particular-
mente sensibles a la competencia con las 
importaciones estarán todavía sujetos al 
pago de impuestos, pero los que se 
encuentran en ese caso son muy pocos. Sin 
embargo, una diferencia importante con 
respecto a la ICC es que la LPCA tendrá una 
duración de 1 O años. 
Cabe notar, además, el viaJe del Presi-
dente Bush a México a finales de noviembre 
y a cinco países de América del Sur 
(Argentina, Brasil, Chile, Uruguay y Vene-
zuela) a principios de diciembre de 1990, 
con el objeto, entre otros, de promover la 
Iniciativa. Altos funcionarios guberna-
mentales habían realizado una serie de vi-
sitas a la región en los meses anteriores a 
dicho viaje con el mismo propósito. El 
Presidente de los Estados Unidos fue bien 
acogido durante sus visitas para promover 
la Iniciativa. 
Los acontecimientos que han sido men-
cionados en esta sección son una prueba 
del interés que tiene el gobierno de los 
Estados Unidos en el establecimiento de 
nexos económicos más estrechos con los 
países de América Latina y el Caribe. Ade-
más, parecen evidenciar la voluntad política 
que tiene dicho gobierno por poner en 
práctica lo más pronto posible la Iniciativa 
para las Américas . 
3.2 Reacciones en la región 
La reacc ión de América Latina y el Cari-
be frente a la Iniciativa ha sido, en térm inos 
generales, positiva. La Iniciativa .es consi-
derada como una dec laración po lít ica 
12 A pesar de ello, la permanencia del programa no ofrece plenas garantías. La Ley Omnibus de Comercio y 
Competitividad de 1988 modificó la elegibilidad de los productos ICC, ampliando los poderes del Presidente contem-
plados en el programa. Gracias a esto, el Presidente tiene-ahora la facultad de revocar, suspender o limitar la aplicactón 
de la cláusula de entrada libre de impuestos en el caso de importaciones específicas provenientes de beneficiarios, 
en lugar de sacar del programa a todo el país. 
13 Declaración de Cartagena, 15 de febrero de 1990. 
14 Véase la Casa Blanca, Oficina del Secretario de Prensa, 5 de octubre de 1990. 
15 La legislación ICC no contempla una disposición similar aplicable a los insumos provenientes de los países andinos 
para recuperar el valor agregado ICC. 
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fundamental y un progreso conceptual 
significativo en las relaciones entre los Es-
tados Unidos y la región. Un indicador del 
interés regional por la Iniciativa es el hecho 
que, hasta la fecha, siete países latinoame-
ricanos han firmado acuerdos marco con los 
Estados Unidos (si se incluye el acuerdo 
con México firmado en 1987). Los otros 
países son Bolivia, Colombia, Chile, Ecua-
dor y, desde hace muy poco tiempo, Hondu-
ras y Costa Rica. Es imp 1ante señalar que 
estos dos últimos son países miembros de 
la ICC. Venezuela y Perú están discutiendo 
la firma de acuerdos marco con los Estados 
Unidos y continúan las conversaciones con 
los países que integran el MERCOSUR 
(Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay).16 
Por regla general, los acuerdos marco 
suscritos establecen una entidad binacional 
en materia de comerc io e inversiones para: 
desarrollar planes de acción destinados a 
fomentar las inversiones y el comercio bila-
teral; identificar y promover la eliminación 
de barreras a tal tipo de intercambio; y sos-
tener consultas sobre temas conexos. La 
utilidad de tales acuerdos radicaría en el 
hecho que establecen un canal institucional 
que no existió anteriormente y que permiten 
que exista coordinación entre las partes. 
Cabe notar que la representación esta-
dounidense en tales entidades binacionales 
suele ser la Ofic ina del Representante 
Comercial de los Estados Unidos (USTR). 
También se ha considerado, a nivel re-
gional y subregional , el tema de la In iciat iva 
para las Américas . Como ya se mencionó, 
el tema fue tratado en la XVI Reunión 
Ordinaria del Consejo Latinoamericano del 
SELA, dando como resultado las Decisio-
nes que condujeron a la convocatoria de 
esta Reunión de Consulta y, en el diálogo 
informal de Cancilleres , ambos eventos 
celebrados en septiembre de 1990. 
Los Presidentes de los cinco países del 
Grupo Andino han encomendado al Conse-
jo Andino de Ministros de Relaciones Exte-
riores, en coordinación con los Ministros de 
Planificación y Finanzas, la tarea de realizar 
un seguimiento a la Iniciativa y proprmer 
modalidades operativas para asegura su 
viabilidad .17 
Por su parte, el Grupo de Río ha abor-
dado el tema e la "Declaración de Cara-
cas" .18 Los Presidentes de ese mecanismo 
de consulta y concertación política, 
expresaron su respaldo a la Iniciativa, a-
gregando que ésta debe ser congruente con 
los esfuerzos de integración y cooperación 
que se realizan en el ámbito latinoa-
mericano y debe contribuir a que las relacio-
nes hemisféricas se desenvuelvan sobre 
bases equitativas. 
Asimismo, la Organización de Estados 
Americanos, ha abordado el tema mediante 
reuniones celebradas por el Consejo Per-
manente . Un Grupo de Reflexión de Alto 
Nivel, convocado por el Secretario General 
de la OEA para que hiciera recomenda-
ciones en relación al papel futuro de l 
Sistema Interamericano, emitió una decla-
ración al conclu ir su reun ión de noviembre 
de 19~0. celebrada en Washington D.C .. En 
ese jocumento se recomendaba la 
convo .;atoria, a la brevedad posible, de una 
Reunión de Consulta de Ministros de Re-
laciones Exteriores con el objeto de anali-
zar la In iciativa para las Américas . 
De igual manera, los países del CARI-
COM han formado un grupo técnico mult i-
sectorial que actuará como asesor en la 
formulación de una posición de l CARICOM 
y es probable que se celebre una reun ión 
especial de jefes de gobierno para d1scutir 
el tema. 
16 Un análisis detallado de los acuerdos marco se real iza en el documento titulado Análisis de los acuerdos marco 
suscritos entre paises de América Latina y los Estados Unidos de América (SP/RC-IA/Di No. 1). 
17 Véase JUNAC, Declaración Andina sobre la Iniciativa para las Américas, JUN/di 1339, 27 de agosto de 1990. 
18 Declaración de Caracas, Caracas, Venezuela, 11 y 12 de octubre de 1990. 
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4 
Análisis de la Iniciativa desde 
una perspectiva regional 
Tal como se dijo anteriormente, la Ini-
ciativa sirve a una necesidad y estrategia de 
los Estados Unidos, por lo que no corres-
ponde necesariamente a una visión o estra-
tegia de desarrollo de la región . En conse-
cuencia, es importante profundizar el análi-
sis desde la perspectiva regional, abordan-
do primero algunas cuestiones de carácter 
general, para luego examinar cuestiones 
especifícas a cada pilar de la Iniciativa. 
4.1 Cuestiones de orden general 
4.1.1 Interrelación entre los 
elementos de la Iniciativa 
En lo que se refiere a la interrelación 
entre los elementos de la Iniciativa, el Sub-
secretario del Tesoro para Asuntos Inter-
nacionales de l gobierno norteamericano , 
señor Mulford explicó , en la Cámara de 
Representantes , que " será importante ins-
trumentar la Iniciat iva como un todo con el 
fin de preservar su potenc ial para promover 
un crec imiento duradero e imped ir que se 
fragmente en componentes aislados y poco 
eficaces' '. 
Este criterio, sin embargo, debe ser in-
terpretado en función de un conjunto de 
factores , que guardan directa re lación con 
la concreción de la Iniciativa . Por ejemplo, 
debe tomarse en cuenta la dinámica 
legislativa en los Estados Unidos con re la-
ción al tratam iento de los tres pilares de la 
Inic iativa . 
Tal como lo acred ita el desarrollo de los 
acontecimientos en 1990, las normas leg is-
lativas pueden ser aprobadas en forma 
independiente, cuando tales normas sean 
necesarias . Además, debe tomarse en 
consideración el factor temporal para la 
aplicación de los criterios contenidos en 
cada uno de los pilares. Existirá un dife-
rente grado de intensidad en la aplicación 
de los componentes de la Iniciativa, que 
variará de acuerdo a las legislaciones adop-
tadas, la disponibilidad de fondos, la 
existencia de proyectos , o los acuerdos 
que, en el marco internacional o bilateral, 
adopten los Estados Unidos , especialmen-
te, en este último caso, en materia comer-
cial. Finalmente debe considerarse que 
cada uno de los elementos de la Iniciativa 
tiene su propia especificidad y, en conse-
cuencia, determinará un proceso igualmen-
te específico, para ponerse en vigencia . 
4.1.2 Elegibilidad 
En segundo lugar, hay que plantearse la 
cuest ión de la elegibilidad . En efecto, toda 
la In iciativa parece fundarse en un modelo 
económico que Estados Unidos favorece y 
promueve . La cuest ión es si los países de la 
región que no aplique n ese modelo, o que 
se desvíen de l mismo aunque sea en forma 
temporal, serán o no eleg ibles para par-
t icipar en la Iniciativa, o de estar en ella 
serán excluidos con la consigu iente pérd ida 
de los benefic ios . 
También debe subrayarse que los ente-
ríos son establecidos unilateralmente por 
los Estados Unidos , lo que no es plena-
mente coherente con las nociones de Aso-
ciación (Partnership), de beneficios mu-
tuos , o de negociaciones . 
Por otro lado, la eleg ibilidad podrá apli-
carse en forma diferenciada según el pi lar 
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de la Iniciativa de que se trate. Es ilustrat i-
vo, a este respecto , que algunos criterios ya 
establecidos en la Iniciativa en materia de 
reducción de la deuda y para los efectos del 
otorgamiento de préstamos sectoriales a 
través del BID, resultan más rigurosos que 
los del Club de París. Tales criterios son : 
(i)disponer de hecho o haber recibido 
aprobación para disponer de: 
(a) un acuerdo de emergencia con el 
Fondo Monetario Internacional, un 
acuerdo prorrogado con el Fondo, o un 
acuerdo según la cláusula de ajuste 
estructural o la de ajuste estructural 
m~jorado o, en casos excepcionales , 
un programa supervisado por el FMI o 
su equivalente; y 
(b) según como proceda, préstamos 
para ajustes sectoriales o estruc-
turales otorgados por el Banco Inter-
nacional para la Reconstrucc ión y el 
Desarrollo o la Asociación Interna-
cional de Asistencia para el Desarrollo 
(AID); 
(ii)haber hecho reformas en materia de in-
versiones con la ayuda de un préstamo 
del BID o, de lo contrario, estar implan-
tando un régimen abierto de inversiones; 
y, 
(iii)de ser el caso, haber acordado con los 
prestamistas de la banca comercial un 
programa de financiamiento satisfac-
torio que contemple, según como pro-
ceda, la reducción de la deuda o del 
servicio de la deuda. 
4.1.3 El enfoque de caso por caso 
De la aplicación de los criterios de elegi-
bilidad resulta el enfoque caso por caso, lo 
que puede afectar las posibilidades de ne-
gociar por grupos de países , particularmen-
te si estos criterios son aplicados o vincula-
dos al ámbito de los acuerdos de libre 
comercio. Además, ello sería contradictorio 
con el propósito de promover la integración 
regional expresamente contemplado en la 
Iniciativa. 
4.2 Comercio 
Por definición, 19 un acuerdo comerc ial de 
libre comercio entre Estados Unidos y uno o 
varios países de la región debe consist ir en 
la eliminación total de los derechos de 
aduana y de los demás obstáculos que 
afecten a lo sustancial del comercio recí-
proco. 
La eliminación total no implica que ella 
deba hacerse de inmediato o que ambas 
partes deban hacerlo a un mismo ritmo. 
Pueden darse múltiples variantes , pero lo 
esencial es que exista un programa pre-
determinado que concluya en una zona de 
libre comercio o en una unión aduanera. 
Este marco de referencia es importante 
tenerlo presente pues es el que jurídica-
mente obliga a la mayoría de los países de 
la región. Por lo mismo, las disciplinas pue· 
den representar un factor de defensa en 
caso que otros países (europeos , por 
ejemplo) sientan sus intereses lesionados 
al concretarse acuerdos comerciales bajo la 
Iniciativa Bush, particularmente cuando los 
mismos deban ser exammados por las 
partes contratantes del GATI. 
19 El Artículo XXIV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio define y regu la la celebración de 
acuerdos de integración económica, y los hace posible al disponer que constituyen una excepción a la clausula de la 
nación más favorecida. Tanto Estados Untdos como los países de la región que son partes contratantes del GATI 
han tenido una posición persistente y coherente respecto de la necesidad de que este t1po de acuerdos se ciña a las 
disciplinas del Artículo XXIV, y han sido particularmente críticos y nunca han aceptado las interpretaciones de esa d1s· 
posición que unilateralmente ha hecho la CE para justificar convenios que ha suscrito con otros pa1ses. Varios pa1ses 
de la región han expresamente reservado sus derechos ante algunos acuerdos de le. CE, a fm de preservar la pos '· 
bilidad de recurrir con exito al sistema de solución de diferencias en caso que de ellos se denve un perjuicio comerc1a 
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En términos de los beneficios, el prome-
dio de los derechos de aduana de los Esta-
dos Unidos es bajo. En efecto, algunos 
cálculos20 indican que el promedio ponde-
rado aplicado a las exportaciones de la 
región a ese mercado es de un 2 por ciento. 
Sin embargo, este dato esconde el hecho 
que en varios sectores hay una pronunciada 
dispersión arancelaria, muchas veces con 
la intención y efecto de brindar a ciertos pro-
ductos una elevada protección efectiva. 
Para los efectos de las negociaciones con-
vendría que estuviera disponible la infor-
mación precisa sobre el alcance de este 
fenómeno. 
Además, hay una amplia variedad de 
medidas no arancelarias y en su gran ma-
yoría ellas reflejan intereses sectoriales 
muy fuertes que han logrado una protección 
muy eficaz contra la competencia de las 
importaciones. En estos casos, estas 
medidas protejan un cierto grado de inefi-
ciencia en sectores que presentan rigidices 
y resistencias elevadas al ajuste. Reducir o 
eliminar tales medidas será difícil, pero sin 
ello es poco el atractivo que podrá presentar 
un acuerdo para los países de la región . 
Para establecer una estrategia de nego-
ciación, en el contexto de un proceso 
conducente a la eliminación de todo obs-
táculo al comercio, es esencial contar con 
un completo listado de estas medidas. Al 
finalizar la negociación, si por desconoci-
miento de una parte alguna medida ha es-
capado al proceso de desmantelamiento, 
es probable que ella subsista incólume pues 
se habrá tácitamente aceptado que no 
constituye un obstáculo al comercio. Igual-
mente, parece esencial contar con una 
metodología apropiada que permita medir la 
incidencia de una u otra medida no a-
rancelaria, para determinar las prioridades · 
de negociación, por una parte, y medir los 
reales beneficios que pueden derivarse de 
su eliminación, por la otra. 
Pese a lo dicho anteriormente sobre la 
eliminación de derechos de aduana y de 
medidas no arancelarias, es preciso tener 
presente el marco más amplio de nego-
ciaciones actuales en la Ronda Uruguay y 
las eventuales disciplinas que puedan 
resultar de este ejercicio multilateral. Es 
posible que algunas reducciones o elimina-
ciones de derechos o medidas se obtengan 
en la Ronda, aun cuando ello sea sobre una 
base nación más favorecida y no preferen-
cial como lo sería bajo acuerdos de libre 
comercio como los contemplados en la 
Iniciativa para las Américas. 
Para los Estados Unidos es muy difícil 
resolver en un plano bilateral ciertos proble-
mas de acceso a su mercado, en particular, 
en lo que respecta a medidas no aran-
celarias, de no mediar un arreglo más am-
plio a nivel multilateral como el de la Ronda 
Uruguay. Por ejemplo, sería extrema-
damente improbable que los Estados 
Unidos accedieran a eliminar el sistema de 
cuotas a la importación de azúcar para uno 
o varios países de la región, a menos que las 
negociaciones sobre agricultura en la 
Ronda concluyan exitosamente. Lo mismo 
se puede decir de otros sectores como 
textiles y vestido, acero, productos lácteos, 
algodón, etc. 
Los planteamientos son aun más perti-
nentes para el caso del comercio de 
servicios, toda vez que en la Ronda se está 
definiendo el marco multilateral que habrá 
de regularlo y al cual presumiblemente tan-
to los Estados Unidos como los países de la 
región habrán de sujetarse. 
Otra cuestión que debe abordarse es el 
tema de la reciprocidad. En el plano 
multilateral del sistema del GATT, la reci-
procidad ha sido el expediente político que 
permite a los países negociar la liberaliza-
ción de su comercio de importación, pues 
se entiende que lo está haciendo a cambio 
20 Reinaldo Concalves y Juan A. de Castro, "El proteccionismo de los países industrializados y las exportaciones de 
América Latina", El Trimestre Económico, México, abril- junio de 1989, citado en CEPAL,América Latina frente a la 
Iniciativa Bush: un examen inicial, op. cit., p.12. 
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de "algo equivalente". Para los países en 
desarrollo, se consagró la regla de la reci-
procidad relativa - a veces mal denominada 
"de la no-reciprocidad" -, en virtud de la 
cual estos países no están bajo la obligación 
de contribuir más que lo que le permite su 
nivel individual de desarrollo. Esto, apli-
cado a eventuales acuerdos comerciales 
bajo la Iniciativa para las Américas, implica 
un proceso en el qL'0 las partes se enca-
minen hacia el mismo fin (libre comercio) 
sin perjuicio de que lo hagan a velocidades 
y bajo niveles de compromisos diferentes, 
en atención a los respectivos niveles de 
desarrollo. 
Finalmente, la reciprocidad puede cons-
tituir un instrumento de negociación que la 
región está en capacidad de esgrimir, pues 
se trata de atacar el creciente proteccionis-
mo promovido por intereses sectoriales en 
los Estados Unidos, contrastándolo con la 
profunda liberalización del comercio 
realizada por países de la región. 
Las reglas de origen son esenciales para 
la operación de una zona de libre comercio, 
pues con ellas se evita que las franquicias 
arancelarias sean aprovechadas por 
productos originados en terceros países. 
Pareciera, en principio, que si el requisito 
de origen es muy elevado, ello imposibilita-
ría aprovechar el beneficio del libre 
comercio a productos que son parcialmente 
fabricados, procesados o transformados en 
los países de la región. Si, por el contrario, 
la regla de origen impone un requerimiento 
muy bajo, eHo crearía desincentives para 
realizar inversiones en los países de la re-
gión que estuvieran orientadas a aprove-
char el mercado ampliado de la zona de 
libre comercio, pues los beneficios de ésta 
estarían disponibles para productos con 
muy poco valor agregado.2 ' 
Por último, conviene tener presen¡e el 
tema del status jurídico que tendrían estos 
acuerdos en una y otra parte. En el caso de 
muchos, acaso todos, los países de la re-
gión, tales acuerdos deberán ser tratados 
internacionales, y ratificados como tales por 
las legislaturas nacionales conforme a las 
respectivas normas constitucionales. La 
alta jerarquía que adquieren obligaciones 
internacionales consagradas en un tratado 
no se encontrará en el caso de los Estados 
Unidos. En efecto, a fin de obviar el requi-
sito de conseguir los 2/3 del consentimiento 
del Senado para la aprobación de un tratado 
internacional, el Ejecutivo de ese país ha 
optado por someter acuerdos multilaterales 
o bilaterales en la forma de una simple ley 
interna, lo que requ1ere de la aprobación de 
la simple mayoría de ambas cámaras, y 
para lo cual se ha ideado el procedimiento 
de aprobación expedita, "fast-track" 22 • 
4.3. Inversiones 
La l1iciativa, a través de su pilar de Inver-
siones . plantea que ésta podría beneficiar a 
la región estimulando un aumento neto del 
flujo de recursos , una mayor capacidad pro-
ductiva, una mejor product ividad como con-
secuencia de la capacitación del personal y 
de la aplicación de otros métodos, la trans-
ferencia de tecnología, una mayor com-
petitividad y la creación de empleos . Según 
21 También hay que tomar en cuenta que la cuestión de las reglas de origen está siendo objeto de negociación en la 
Ronda Uruguay y el avance registrado indica un alto grado de probabilidad que habrá un resultado tendiente a 
armonizar las reglas, su aplicación y administración . 
22 El "fast-track" se creó (197 4) precisamente con el propósito de evitar que ante una propuesta de ley -que en el fondo 
contiene un acuerdo internacional- las cámaras y en particular el Senado hagan uso de sus atribuciones constitucio-
nales e introduzcan enmiendas a ese proyecto. De esta manera, bajo el " fast-track" las cámaras no pueden introducir 
enmiendas, y hay un plazo dentro del cual deben aprobar o rechazar el proyecto de ley presentado. Pese a que este 
procedimiento parece más conveniente, hay que considerar que una ley interna -aún cuando en el fondo contenga un 
compromiso internacional- puede ser modificada por otra ley en el futuro , lo que no sucede con los tratados 
internacionales pr"piamente tales. Esto es un factor de cierta incertidumbre y desequilibrio que probablemente no 
podrá evitarse en toda su plenitud, pero que debe ser tomado en cuenta en las negociaciones. 
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los criterios de la administración de los 
Estados Unidos, si a esto se le suma un 
mejor acceso al mercado estadounidense, 
las inversiones podrían cobrar un nuevo 
dinamismo en América Latina y el Caribe. 
Debe recordarse que los mecanismos 
previstos en la Iniciativa se pretenden utili-
zar como incentivo y/o estímulo para las 
reformas de las políticas económicas que ya 
están en marcha. Esto significa que el ac-
ceso a los recursos disponibles según tales 
acuerdos dependerá de la decisión que 
haya tomado el país con respecto a si acata 
o no determinada definición de los objetivos 
de reforma de la política de inversiones que 
se han de alcanzar. 
Estados Unidos propone, en primer lu-
gar, participar en la elaboración de un nue-
vo programa de crédito sectorial para 
inversiones en el seno del Banco Interame-
ricano de Desarrollo (BID). Este programa, 
que podría ser llevado a cabo en conjunción 
con el Banco Mundial, aportaría el ase-
soramiento técnico y el respaldo financiero 
a los esfuerzos de privatización y liberali-
zación de los regímenes de inversión. Han 
sido muy pocos los detalles revelados en 
torno a este aspecto del programa. Entre 
otras cosas, no se sabe si estos van a ser 
recursos nuevos, si se trata de una asig-
nación de recursos adicionales o más bien 
una reasignación de los recursos existentes 
en el BID. En consecuencia, por el momento 
no es posible llevar a cabo un anál isis más 
completo de este aspecto de la Iniciativa. 
En segundo lugar, la meta de 300 millo-
nes de dólares al año por 5 años es mo-
desta, no sólo en términos de las necesida-
des de la región sino, también, de la im-
portancia que los Estados Unidos le asig-
nan, o pretenden asignarle, a la Iniciativa 
para las Américas en su política económica 
internacional. Debe recordarse que tal mag-
nitud equivale a los intereses que se pagan 
en tres días por concepto de la deuda 
externa de la región . Pero, además del 
factor de la limitación de recursos, debe te-
nerse presente que en la propuesta del 
Presidente Bush, el compromiso norteame-
ricano es de aportar únicamente 100 millo-
nes de dolares por año y que, el aporte 
adicional, para alcanzar la antes citada cifra 
de 300 millones, debe ser supuestamente 
efectuado por el Japón, Canadá y los países 
de la Comunidad Europea. Aun cuando es 
prematuro pronunciarse en definitiva sobre 
este particular, puede anticiparse que, 
salvo que el Presidente Bush comprometa 
sus mejores esfuerzos para asumir un 
liderazgo en esta materia, resulta difícil 
esperar que el Japón y la Comunidad Euro-
pea se sumen, en los términos propuestos, 
a la Iniciativa para las Américas. 
4.4 Deuda 
El tercer pilar de la Iniciativa para las 
Américas tiene como objetivo ampliar la 
estrategia estadounidense en materia de 
deuda. Aun cuando el componente 
sustantivo se refiere a la deuda oficial, debe 
tenerse presente que se propone que el 
Banco Interamericano de Desarrollo pueda 
actuar en operaciones de reducción de la 
deuda con la banca comercial, dentro del 
marco del plan Brady. Sin embargo, la Ini-
ciativa no contiene ninguna referencia con 
respecto al monto y origen de los fondos 
necesarios para respaldarlas. 
Lo que propone la Iniciativa con respecto 
a la reducción de la deuda oficial bilateral es 
innovador y merece atención especial. La 
propuesta puede beneficiar a los países 
mediante la reducción de la deuda conce-
sional y no concesional y del pago de inte-
reses sobre nuevos instrumentos de deuda . 
Para la deuda concesional se obtendrían 
beneficios adicionales derivados de lo que 
se ahorre por la conversion y por el tipo de 
cambio, sobre el servicio de la deuda paga-
do en moneda local. Esas sumas cons-
tituirían una fuente de financiamiento para 
los proyectos ambientales . 
Aunque la deuda oficial bilateral sea una 
categoría importante de la deuda global 
para los países pequeños de la región, sól0 
representa una reducida parte de la deuda 
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regional global. Los beneficios que pudie-
ran obtenerse apenas compensarían el 
efecto negativo de los criterios de elegibi-
lidad propuestos y la aplicación de éstos 
limitaría aún más el número de beneficiarios 
reales. El propio Subsecretario del Tesoro, 
señor Mulford, ha señalado que son muy 
pocos los países que actualmente cumplen 
con los requisitos establecidos por el go-
bierno norteamericano para optar por una 
reducción de su deuda y por planes de canje 
de deuda.23 
Los criterios de elegibilidad propuestos 
en las normas para instrumentar la Iniciati-
va son más estrictos que los fijados por el 
Club de París para la reducción de la deuda 
oficial bilateral de países de ingresos 
medio-bajos muy endeudados. En efecto, 
en la reunión del 10 de septiembre de 1990, 
los acreedores del Club de París adoptaron 
ciertos criterios basados en los niveles de 
pobreza, la estructura de la deuda y la car-
ga de ésta, con la única condición de que 
los pafses deudores mantengan un progra-
ma de ajustes con el FMI. Identificaron a los 
siguientes países de América Latina como 
candidatos según los denominados tér-
minos de Houston: Costa Rica, República 
Dominicana, Ecuador, El Salvador, Hon-
duras, Jamaica, Nicaragua y Perú. 
Los términos de consolidación se refie-
ren a la programación de los vencimientos 
del principal a 20 años y tendrán hasta 1 O 
años de gracia. En el caso de créditos no 
concesionales y otros préstamos oficiales, 
la amortización del principal se ampliará a 
15 años y tendrán hasta 8 años de gracia. 
En el título quinto del proyecto de ley 
relativo a la Iniciativa para las Américas, se 
menciona el tema de la anulación de la 
deuda. Esta posibilidad es más importante 
para la región, o para algunos países, que la 
reducción de la misma. Sin embargo, no 
han sido explicitados en el proyecto los cri-
terios necesarios para determinar en qué 
circunstancias, y bajo qué condiciones, el 
Gobierno norteamericanu podría decidir la 
anulación total de la deuda concesional. 
4.5 Medio Ambiente 
Es importante examinar este tema en 
una sección aparte a pesar de su vínculo 
con el pilar "deuda" de la Iniciativa. Su 
inclusión en la propuesta puede hacer que 
América Latina y el Caribe presten más 
atención a esta materia de vital importancia, 
la cual sigue ocupando un lugar secundario 
a nivel regional. En cambio, este tema 
ocupa ahora una alta prioridad en los 
Estados Unidos, al punto que se ha estado 
presionando para que se vincule la protec-
ción ambiental al acceso a los mercados. 
El 23 de julio de 1990 se introdujo ante el 
Senado de los Estados Unidos la "Ley de 
Equidad Comercial y Protección Ambiental 
Global" (S.2887). Esta ley contempla la 
aplicación de represalias (Sección 301) a 
cualesquiera países beneficiarios del SGP o 
de la ICC que no cumplan con las normas 
de protección ambiental en materia de aire, 
tierra y agua. El gobierno del Presidente 
Bush se opuso a la medida, pero la introduc-
ción dEt ese proyecto de ley insinúa posibles 
conflic· os con la región en el futuro. 
En t3Ste contexto, la parte ambiental de la 
Iniciativa es constructiva porque ofrece un 
mecanismo para canalizar más recursos , 
aunque modestos, para proyectos ambien-
tales, así como un incentivo para el es:a-
blecimiento de programas ambientales. 
Sin embargo, el enfoque otorgado al te-
ma ambiental en el marco de la Iniciativa 
está exageradamente sesgado a favor de 
las organizaciones no gubernamentales. La 
legislación aprobada establece la represen-
tación de tales organizaciones, así como de 
personalidades desvinculadas del gobier-
no, para la administración de los fondos 
ambientales propiedad de un país determi-
nado. La ley establece que , en la admi-
nistración de tales fondos , la mayoría de los 
23 SELA, Boletín de Información Comercial, W 33, julio de 1990, p. 8. 
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directivos sean personas desvinculadas de 
los organismos públicos. Además precisa 
que el gobierno de un país beneficiario de la 
Iniciativa sólo podrá recibir donaciones en 
materia de programas ambientales en ca-
sos excepcionales. 
La mayor parte de los recursos deberían, 
según la propuesta norteamericana, deri-
varse hacia las organizaciones no guber-
namentales. Este tema debe ser materia de 
reflexión por cuanto los países de América 
Latina y el Caribe no parecen dispuestos a 
ceder su derecho a administrar el d~3sarrollo 
de la política ambiental, que es fun, ,amental 
para proteger el patrimonio nacior al y pro-
mover un desarrollo más adecuc:~do de la 
economía y de la sociedad en su conjunto. 
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5 
Posibles elementos de una 
estrategia de América Latina y 
el Caribe frente a la Iniciativa 
para las Américas 
A lo largo del trabajo fueron examinados 
distintos componentes de la Iniciativa, los 
contextos externos e internos en que ella se 
desarrolla y las perspectivas de su evo-
lución. Cabe aquí presentar criterios, orien-
taciones, estrategias y políticas que podrían 
contribuir al diseño de una respuesta frente 
a la Iniciativa por parte de los Estados 
Miembros del SELA, que articule armónica-
mente los diversos intereses nacionales y 
regionales a ella vinculados. 
La primera sección del capítulo propone 
enfoques y criterios que organizan el marco 
de referencia a tener en cuenta para la 
acción regional. La segunda parte , aten-
diendo al carácter abierto de la Iniciativa y a 
la oportunidad que brinda para negoci~r la 
incorporación de temas y sectores de mte-
rés para América Latina y el Caribe, ofrece 
posibles elementos y sugerencias ~a.ra 
complementar los tres pilares de la IniCia-
tiva. En cuanto se refiere al comercio, se 
abordan con particular énfasis los modos y 
efectos de la interacción de la Iniciativa con 
los procesos de integración de América 
Latina y el Caribe. En la última sección se 
desea presentar, en forma resumida, los 
principales criterios generales que podrían 
orientar la acción de los gobiernos con res-
pecto a la Iniciativa para las Américas . 
5.1 Posibles enfoques y criterios de 
referencia para la acción 
latinoamericana y caribeña 
El diseño de una estrategia que permita 
complementar y perfeccionar la Iniciativa 
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para las Américas debe tener como punto 
de partida el reconocimiento que. ~xiste un 
importante espacio donde la reg1on pueda 
hacer aportes y contribuciones propias, que 
podrían influenciar o ser incorporadas por la 
Administración , el Congreso y los sectores 
económicos y académicos de los Estados 
Unidos. 
Asimismo debe tomar en consideración 
que existen,' en la actual C<?yuntura, coi~ci­
dencias entre Estados Un1dos y Aménca 
Latina que pueden otorgar sustento a la Ini-
ciativa . 
Estados Unidos requiere recuperar el 
espacio económico que ha perdido. a nivel 
internacional y consolidar y profund1zar sus 
vínculos con zonas en las cuales sus posi-
bilidades de avanzar son más efectivas. En 
el mercado latinoamericano y caribeño, los 
Estados Unidos tienen la posibilidad de in-
crementar sus exportaciones, mejorar su 
competitividad y lograr una mayor presen-
cia de sus corporaciones transnacionales . 
Por su parte, América Latina y el Caribe 
necesitan recuperar su capacidad de crec i-
miento y superar los efectos adversos de la 
década perdida de los ochenta. Para ello, 
se requiere aumentar las inversiones, la 
producción y las e.xportaciones. La .ln_icia-
tiva podría convertirse en un marco 1doneo 
para fortalecer los vínculos en todos estos 
campos con los Estados Unidos y, de esa 
manera en un importante impulso que com-
plementaría los esfuerzos que los países 
latinoamericanos y caribeños vienen desa-
rrollando en esa dirección . 
Este concepto y la percepción del interés 
mutuo en avanzar en la instrumentación de 
la Iniciativa, es fundamental para fijar una 
posición y elaborar la respuesta de la región 
frente a la misma. 
5.1.1 Compatibilidad del enfoque 
regional con las políticas subregionales 
y nacionales 
La heterogeneidad existente en América 
Latina y el Caribe tendrá, sin duda, una 
influencia predominante en la defin ición da 
los términos y condiciones en que, dentro 
del marco de la Iniciativa, se celebren en-
tendimientos entre los países de la reg ión y 
los Estados Unidos. 
La especificidad de las situaciones na-
cionales y grupales en la región constituye 
una base imprescindible a partir de la cual 
se elabore la estrategia de negociación. No 
obstante , conviene tener en cuenta dos 
factores: la necesidad de incluir criterios co-
munes y enfoques compartidos en el plano 
regional, con el propósito de mantener la 
necesaria compatibilidad y convergencia 
con los procesos de integración que se 
están desarrollando actualmente en Amé-
rica Latina y el Caribe y el incremento de 
una capacidad negociadora muy limitada, 
en virtud de las asimetrías de potencial 
existentes con los Estados Unidos y la crisis 
que enfrenta la región. Este aumento de la 
capacidad de negociación es necesario 
para concretar los postulados contenidos 
en la Iniciativa en compromisos mutuamen-
te obligantes . 
En ese contexto , las realidades actuales 
tanto en la región como en los Estados 
Unidos y la evolución de los acontec i-
mientos con relación a la Iniciativa hasta la 
fecha, llevan a la Secretaría Permanente a 
ciertas apreciaciones preliminares . 
En primer lugar, la definición de posicio-
nes regionales no significa, en modo algu-
no, una limitación para adoptar acuerdos y 
entendimientos de carácter bilateral o por 
agrupaciones de países. Al respecto, es 
necesario diferenciar claramente las venta-
jas y legimitidad que ofrece " un diálogo 
regional colectivo" con los Estados Unidos 
sobre criterios, reglas de juego y temas a 
considerar entre ambas partes con respec-
to a la Iniciativa, de una " negociación colee-
tiva de dimensión regional" que, vistas las 
actuales circunstancias, tanto en la región 
como en los Estados Unidos, no resulta 
viable. 
La articulación armónica de ~ os1c1ones 
nacionales y grupales con respecto a 
ciertos principios , criterios y orientaciones 
adquieren particular relieve , dado que una 
de las características que se derivan de l 
análisis del enunciado inicial y de las pri-
meras medidas para instrumentar la 
Iniciativa por parte de los Estados Unidos, 
es que ésta posee un enfoque económico y 
político determinado con respecto al ámbito 
latinoamericano y caribeño, que no 
necesariamente corresponde a las posicio-
nes mantenidas por la región . En ese con-
texto, los Estados Unidos privilegian los 
enfoques de carácter bilateral o subregio-
nal. 
Relacionado con lo anterior, todo pare-
cería indicar que vamos a ser testigos de 
una proliferación importante de Acuerdos 
Marco entre países de la región y los 
Estados Unidos en el futuro cercano; sin 
embargo, las posibilidades de suscribir 
Acuerdos de Libre Comercio con los Esta-
des Unidos son limitados en el corto y 
m ~diana plazo. 
En este últ imo aspecto , el propio Presi-
dente de los Estados Unidos, al presentar a 
consideración del Congreso la solic itu d 
para prorrogar el proced imiento der.amina-
do "fast- track" (de aprobación expedita), 
ha sostenido que, en el contexto de la 
Iniciativa para las Américas , sólo México y 
tal vez Chile , se encuentren en posibilida-
des de suscribir acuerdos de libre comerc io 
antes de junio de 1993, cuando vence la 
autoridad concedida por el Congreso para 
negociar acuerdos bilaterales conforme a lo 
prescrito en la Ley Omnibus de Comercio y 
Competitividad de 1988. 
Como se verá más adelante , esto deriva 
de las situaciones particulares de la gran 
mayoría de los países de la región en su 
relación con los Estados Unidos . Por un 
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lado, se encuentran aquellos países que 
gozan de acuerdos preferenciales no recí-
procos (ICC o LPCA), que analizarán con 
mucho cuidado la sustitución de los mismos 
por un Acuerdo de Libre Comercio sobre la 
base de la reciprocidad. Por el otro, existen 
otros países (MERCOSUR y el Pacto Andi-
no) que ven la necesidad de impulsar y con-
solidar sus procesos de integración regional 
primero, antes de plantearse el tipo de rela-
cionamiento a establecer con los Estados 
Unidos en materia de comercio. 
Una más amplia liberalización del co-
mercio de bienes y servicios, la libre circu-
lación de personas y flujos de capital al 
interior de la región, conjuntamente con la 
modernización de las estructuras producti-
vas internas y la armonización de disposi-
ciones relativas a la propiedad intelectual, 
normas e inversiones extranjeras, mejora-
ría, además, la capacidad negociadora in-
ternacional de América Latina y el Caribe y 
no únicamente con referencia a los Estados 
Unidos. 
Esta diversidad de situaciones abre un 
campo importante para que los países de la 
región estén en capacidad de formular sus 
planteamientos y criterios para tornar más 
viable y operativa la Iniciativa para las 
Américas. 
5.2 Posibles elementos y sugerencias 
para complementar los tres pilares de 
la Iniciativa para las Américas 
5.2.1 Comercio 
5.2.1.1 Ronda Uruguay 
La Iniciativa contiene un planteamiento 
de estrecha colaboración con las naciones 
del hemisferio para alcanzar una culmina-
ción exitosa de la Ronda Uruguay, y propo-
ne propiciar reducciones arancelarias más 
sustanciales en el contexto de dicha Ronda 
para productos de especial interés para la 
región. 
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Parece importante aprovechar al máxi-
mo el marco de la Iniciativa para promover 
no sólo el éxito de la Ronda, sino también el 
compromiso de los Estados Unidos de 
fortalecer un sistema multilateral de comer-
cio más libre y no discriminatorio. Asimis-
mo, deberían replantearse los términos de 
la colaboración para que ella no quede cir-
cunscrita a la Ronda Uruguay, y que se 
proyecte en el tiempo después de su fina-
lización. 
Una primera reunión informal realizada 
por iniciativa latinoamericana, en Ginebra, 
en el mes de noviembre d~ 1990, entre los 
negociadores de los Estados Miembros del 
SELA y los Estados Unidos, con asistencia 
de la Secretaría Permanente del SELA, 
permitió intercambiar criterios entre ambas 
partes sobre la Ronda Uruguay, en un 
ambiente que debe calificarse como positi-
vo. Reuniones de ese tipo podrían conti-
nuar realizándose para lograr mutuo apoyo 
y concertación en materias en las que exis-
tió o puede haber convergencia. En parti-
cular, esas reuniones deberían permitir la 
revisión de las ofertas arancelarias por par-
te de los Estados Unidos para ver si cum-
plen con los compromisos emanados en el 
marco de la Iniciativa y su vinculación con 
acciones similares en cuanto a las medidas 
no arancelarias que traban el acceso de los 
productos de la región . 
Igualmente, esas reuniones deben per-
mitir el intercambio franco de opiniones y 
criterios para establecer elementos de ne-
gociación y, en lo posible, de entendimiento 
en los asuntos donde los países de la región 
y los Estados Unidos mantengan posiciones 
divergentes. Asimismo, se podría conside-
rar invitar a Canadá a particiar en ese ejerci-
cio. 
5.2.1.2 Zona de Libre Comercio 
La Iniciativa para las Américas brinda la 
oportunidad de fortalecer los vínculos co-
merciales entre los Estados Unidos y los 
países de la región. La forma de este rela-
cionamiento diferirá de acuerdo a los distin-
tos países. Es posible identificar hasta siete 
categorías diferentes de países, cada una 
de las cuales presenta su perfil propio y su 
complejo conjunto de realidades y pro-
blemática específica, que deben tenerse en 
cuenta en sus estrategias para enfrentar 
una negociación comercial con los Estados 
Unidos. Tales categonas de pa1ses inclu-
yen: México, Chile, Haití, los catorce Esta-
dos integrantes de la Iniciativa de la Cuenca 
del Caribe, los países andinos , los países 
que integran el MERCOSUR y Cuba. 
Es evidente entonces, que América Lati-
na y el Caribe, como región, no puede tener 
una posición única ni tampoco contemplar 
una negociación en bloque para la confor-
mación de una zona de libre comercio con 
los Estados Unidos. Los incentivos para ne-
gociar una zona de libre comercio son dis-
tintos de acuerdo a las diferentes categorías 
y es posible que esa forma de relaciona-
miento no sea considerada por algunos go-
biernos como la más conveniente o de-
seable. 
Un segundo aspecto importante a tener 
en cuenta es la vinculación operativa de la 
conformación de una zona de libre comercio 
con los mecanismos existentes en la inte-
gración regional. La Iniciativa tiene, al res-
pecto, grandes imprecisiones y vacíos me-
todológicos. Sin embargo, los cuatro es-
quemas de integración subregional (ALADI , 
Pacto Andino, Mercado Común Centroa-
mericano y CARICOM) , contienen instru-
mentos jurídicos y compromisos que regu-
lan con derechos y obligaciones las accio-
nes de los países participantes y que limitan 
la capacidad de acción individual de los 
mismos en sus relaciones con terceros . 
Los países de América Latina y el Caribe 
deben, por lo tanto , al analizar las princi-
pales características que podrían contener 
los acuerdos de libre comercio, contemplar 
el posible impacto sobre los compromisos 
esenciales asumidos en el marco de los 
procesos de integración y los riesgos de que 
dicha negociación pueda resentir , f· agmen-
tar o menoscabar los mecanismos de inte-
gración regional. 24 
Uno de los principios esenciales que 
podría verse afectado, en la medida en que 
no se precisen con mayor detalle los alcan-
ces de la Iniciativa en el ámbito del comer-
cio, es el relativo a la cláusula de la nación 
más favorecida. La disposición de que toda 
preferencia arancelaria que un miembro 
otorgue a una nación no latinoamericana se 
extenderá en forma incondicional e inme-
diata a los demás países está contemplada, 
con algunas variantes, en los cuatro üsque-
mas de integración regional. Asimismo, hay 
precisiones limitativas en materia de 
suscripción de tratados con terceros países 
por parte de miembros individuales en los 
textos de tres de los cuatro acuerdos de 
integración. Sería factible, por el contrario, 
la vía de acción colectiva de los Estados 
Miembros en el marco de cada una de esas 
tres asociaciones con miras a convenir un 
programa de liberalización comercial con 
Estados Unidos. 
Lo que antecede permitiría afirmar que , 
e'" teoría por lo menos, un miembro de un 
sistema como el de la ALADI tropezaría con 
serias dificultades para asociarse con un 
tercer país en un mecanismo que contuvie-
se preferencias arancelarias .25 S::-1 em-
bargo, en decisiones de esta naturaleza van 
a tener un peso muy importante las prio-
ridades económicas concretas, las realida-
des políticas y la razón de Estado. Debe 
tenerse presente que la eventual incompa-
tibilidad jurídica es posible que no detenga 
el proceso en virtud del cual un país o grupo 
de países de la región decida avanzar en 
sus negociaciones con los Estados Unidos 
para conformar una zona de libre comerc io . 
24 Al respecto ver BID-INTAL. La Iniciativa para las América y la Integración Latlnoamencana, por Gustavo Magariños 
Buenos Aires , 1990. 
25 lbid, p. 50. 
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La región debe evaluar cuidadosamente 
la importancia de que los procesos de inte-
gración subregional no se vean negativa-
mente afectados o retardados en la etapa 
de instrumentación de la Iniciativa. Hay que 
recordar, al respecto, que la Administración 
norteamericana siempre ha sostenido que 
esa no es la intención, sino la de apoyar y 
fortalecer los procesos de integración. 
En ese sentido, uno de los criterios que 
podrían contemplarse en la negociación con 
los Estados Unidos por parte de los países 
de la región, individualmente o por grupo de 
países, es el de no otorgar un tratamiento 
mejor a ese país del que se aplique al co-
mercio intrarreg ional. 
No obstante , no es aconsejable plantear 
el problema como un conflicto de integra-
ción regional o subregional versus zona de 
libre comercio con los Estados Unidos. Hay 
que establecer entendimientos y principios 
entre los países de la región tendientes no 
sólo a preservar los beneficios de la inte-
gración regional, sino a reforzar este pro-
ceso. De la misma forma, hay que procurar 
establecer o adecuar los instrumentos lega-
les que contengan los parámetros dentro de 
los cuales se eviten las incompatibilidades 
jurídicas aludidas . En suma , esto debe 
concebirse como un proyecto dinámico que 
requerirá una cont inua adaptac ión de l 
mismo a la realidad política y económica 
cambiante. 
Otras interrogantes que pueden plan-
tearse sobre este tema es cómo se re lacio-
narían entre sí diversas zonas de libre 
comercio entre los Estados Unidos y países 
de la región sin incurrir en discrim inaciones , 
o cómo los acuerdos de libre comercio cele-
brados entre Estados Unidos y el Canadá 
influenciarían en la elaboración de los con-
venios que se celebren entre Estados 
Unidos con países de la región . Debe men-
cionarse el caso especial de pa1ses de la 
región que son signatarios de la Convención 
de Lomé, la que los obliga a otorgar a la CEE 
el trato de "la nación desarrollada más 
favorecida" . 
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Como otros elementos o criterios de 
carácter general que podrían estar presen-
tes en las negociaciones con los Estados 
Unidos, se destacan los siguientes : 
i) En la medida de lo posible , las nego-
ciaciones deberían realizarse evitando una 
desviación del comercio y la pérdida de 
mercados en la región para productos de la 
misma y la generación de una competencia 
entre los países de la región por obtener las 
mejores condiciones de acceso al mercado 
de los Estados Unidos. 
ii) El primer paso de las negociaciones 
es la suscripción de Acuerdos Marco de 
naturaleza esencialmente consult iva . Es 
conveniente que los países de la región 
asuman el compromiso y establezcan un 
mecanismo para el intercambio oe informa-
ción y experiencia relativa a las negocia-
ciones y aplicación de estos Acuerdos . 
iii) De igual manera, cuando las consu l-
tas y demás actividades y acciones realiza-
das bajo los Acuerdos Marco traten de ma-
terias o sectores de interés para otros paí-
ses de la región, debería producirse un 
intercambio de información y si es necesa-
rio , la formulación de planteamientos con-
juntos o concertados ante los Estados Un i-
dos. (Por ejemplo, en el caso del acero). 
Asimismo, las negoc iac iones individua-
les o plurilaterales con los Estados Unidos 
deberían rea lizarse sobre la base de algu-
nos pr incipios y bases que sean comunes 
para la región , por ejemplo : 
- Statu quo. Debe haber un compromiso 
de todos los interesados , incluyendo a los 
Estados Unidos , de no ap licar ninguna 
nueva restricción al comercio, y de ceñir la 
pol ít ica come rcia l y el emp leo de los 
instrumentos respect ivos estrictamente a 
las normas y disc ipli nas multi laterales. 
Entre otras cosas , ello implica que Estados 
Unidos no apl ique más medidas o presiones 
un ilaterales indebidas (Sección 301 ). 
- La rec iprocidad relativa debe ser una 
base sobre la cual se desarrollen las nego-
ciaciones y se apliquen los resultados, toda 
vez que se trata de países con niveles de 
desarrollo muy diferentes. 
- Las negociaciones sobre acceso a los 
mercados de!:: - - · ·- a todos los 
productos y abarcar todas las medidas 
arancelarias y no arancelarias. En 
consecuencia, no deben haber exclusiones 
a priori. 
- Las negociaciones y demás acciones 
bajo la Iniciativa deben respetar plenamen-
te las políticas nacionales en materia de 
explotación de los recursos naturales y ac-
ceso a los mismos, incluyendo los energé-
ticos y pesqueros. 
- La condicionalidad que vincula las 
negociaciones con reformas económicas 
internas y de otra índole, debe ser modi-
ficada, pues probablemente se convertirá 
en un poderoso obstáculo para la realiza-
ción de negociaciones plurilaterales y la po-
sibilidad de lograr progresos uniformes en 
los procesos de establecer una zona de libre 
comercio. 
5.2.2 Inversiones 
Ya se mencionó en el capítulo anterior 
que son muy pocos los detalles revelados 
por la Administración Bush con relación a la 
creación de un nuevo programa de crédito 
sectorial para inversiones en el seno del 
BID, que aportaría respaldo financiero a los 
esfuerzos de privatización y liberalización 
de los regímenes de inversión. 
Vista la crucial importancia de las 
inversiones para el desarrollo de la región, 
esta es una esfera en la que los países de 
América Latina y el Caribe deberían ser par-
ticularmente activos y aprovechar la fase 
aún muy incipiente de elaboración de la 
propuesta para incorporar los elementos 
adicionales que respondan a sus intereses. 
Asimismo, el diálogo con los Estados 
Unidos debería estar orientado a demostrar 
que la reactivación económica regional 
redundará en beneficios directos para los 
Estados Unidos mediante un nivel mayor de 
importaciones de dicho mercado, con sus 
repercusiones favorables en los niveles de 
empleo. Finalmente, una preocupación 
prioritaria de la región debería ser la de 
conseguir la diversificación del uso de los 
recursos de este nuevo programa para otros 
objetivos que los señalados en la propuesta 
original. 
Con relación al segundo componente de 
la Iniciativa para las Américas sobre el tema 
de las inversiones, es decir, el del esta-
blecimiento de un fondo multilateral de 
inversiones en el BID con el fin de promover 
reformas amplias de los programas de in-
versiones en la región, deben destacarse 
los siguientes elementos: 
Ya se ha señalado que los recursos pre-
supuestados en la propuesta son clara-
mente insuficientes, lo que contrasta fuer-
temente con los compromisos asumidos por 
los países industrializados en el Banco 
Europeo de Reconstrucción y Desarrollo 
(US$ 12 mil millones); con las masivas 
transferencias de recursos al exterior por 
concepto de servicio de la deuda; así como 
las dificultades de los países de la región en 
la obtención de recursos financieros adicio-
nales y los esfuerzos que se han realizado 
en materia de ajuste estructural. Debe, en 
consecuencia, procurarse que el volumen 
de los recursos sea aumentado sustancia l-
mente o que se le permita a la región em-
plear su ahorro interno mediante una reduc-
ción de la transferencia de recursos al 
exterior como resultado de una solución al 
problema de la deuda externa. 
Además de la insuficiencia de los recur-
sos financieros, debe preocupar, en este 
contexto, que se limite aún más su dispon i-
bilidad, dadas las estrictas condicionalida-
des establecidas. 
Debe tenerse presente que la política de 
inversiones planteada en la Iniciativa para 
las Américas está orientada a promover la 
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reforma de las políticas económicas de los 
países de América Latina y el Caribe en 
materia del tratamiento nacional para las 
inversiones , la privatización de las em-
presas públicas y la protección de la pro-
piedad intelectual . Estos temas son objeto 
de un intenso debate tanto a nivel interno 
como en los foros internacionales. 
En tal sentido, es necesario que el uso de 
los fondos previstos para la promoción de 
las inversiones puedan ser utilizado de 
conformidad con las políticas nacionales de 
desarrollo. De tal manera, podrán contribu ir 
a lograr que las inversiones y las políticas 
que permitan su incremento, contribuyan al 
crecimiento y diversificacion de las exporta-
ciones. 
El Banco Interamericano de Desarrollo 
debería considerar la asignación de crédi-
tos para la instrumentación de proyectos de 
inversión en aquellos países que, en el mar-
co de la Iniciativa, hubiesen recibido apoyo 
proveniente del Fondo de Inversión. Tales 
créditos deberían guardar una adecuada re-
lación con los montos desembolsados por el 
Fondo. U na proporción deseable pudiera 
ser de 10 a 1. 
Sería importante promover una política 
de estrecha coordinación entre el BID y los 
bancos subregionales de desarrollo (la Cor-
poración Andina de Fomento, el Banco de 
Desarrollo del Caribe, el Banco Centro-
americano para la lntegracion Económica, 
etc.) con el objeto de decidir acerca del 
desembolso de fondos destinados a refor-
mas en materia de inversiones, ya que esas 
instituciones regionales pueden comple-
mentar muy bien el trabajo del BID . La 
participación conjunta en estas actividades 
con el BID serviría también para fortalecer 
la función de estas instituciones. 
5.2.3 Deuda Externa 
El común denominador de los 26 Estados 
Miembros del SELA en esta materia es "La 
Propuesta de América Latina y el Caribe 
para una solución al problema de su deuda 
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externa", aprobada en el marco del SELA 
por la Conferencia Regional sobre Deuda, 
reunida en Caracas en junio de 1990. La 
misma contempla los cuatro tipos de dEluda 
que enfrenta la región (comercial, olicial 
con los gobiernos acreedores, con orr,anis-
mos financieros multilaterales e intrarregio-
nal); y, por ende, abarca y conjuga los 
objetivos e intereses de todos los países de 
América Latina y el Caribe , sean éstos gran-
des, medianos o pequeños. 
i) Deuda con la Banca Comercial 
Si bien la solución definitiva del proble-
ma de la deuda con la banca comercial 
requiere de una negociación directa con las 
instituciones correspondientes, no se p Je-
de desconocer la dimensión política del 
tema del endeudamiento y la indiscutible in-
fluencia de los gobiernos sobre la banca 
acreedora a través de las regulaciones con-
tables y fiscales y los incentivos para la 
creación de reservas. 
Por consiguiente , América Latina y el 
Caribe podrían emprender acciones con-
juntas, de carácter select ivo, dirigidas al 
Gobierno de los Estados Unidos en aspec-
tos e ;pacíficos, orientadas a flexibilizar su 
posic ón, lo que podría tener un impacto 
favo~ .tble en los procesos de negociación 
indiv1dual con la banca comercia l. Por e-
jemplo, cambios en el marco regulatorio 
que les permita a los bancos absorber con-
tablemente en diez años las pérdidas re-
sultantes de su participación en operacio-
nes de reducción de deuda, a diferencia de 
las disposiciones actuales que impone el 
registro en un año de dichas pérdidas , 
podrían tener un impacto muy significativo 
sobre la rígida posición v1gente de la banca 
comercial. Aparte de acciones orientadas a 
lograr modificaciones en el marco 
regulatorio, otros temas para acciones con-
juntas podrían ser el de las garantías de los 
recursos disponibles para reducciones de 
deuda, cambios en las cláusulas de los 
contratos de préstamos y otros elementos 
que han sido claramente identificados en la 
Propuesta Regional. 
ii) Deuda Oficial con los Gobiernos 
Acreedores 
La oferta de la Administración de los 
Estados Unidos de reducir la deuda bilateral 
oficial de la región es un cambio signi-
ficativo. El trtal d8 la deuda oficial esta-
dounidense con los pa1ses de la región 
totaliza 12 mil millones de dólares (3 por 
ciento del total de la deuda externa de la 
región y 24 por ciento de la deuda bilateral 
oficial global de la región). 
Una posible acción conjunta regional en 
este tema dentro del marco de la Iniciativa 
para las Américas podría ser la de solicitar-
le a los Estados Unidos que utilice su peso 
e influencia frente a los otros miembros del 
Club de París, como lo hizo en el caso de 
Polonia, para que los mismos adopten una 
posición similar a la de su país con relación 
a la reducción de sus deudas oficiales con 
los países de la región. Estas acciones 
conjuntas abarcarían una proporción más 
amplia de la dsuda externa de la región 
(aproximadamente un 12 por ciento) . 
iii) Deuda con organismos financieros 
multilaterales 
El peso específico y gravitación en las 
decisiones por parte de los l::stados Unidos 
en los organismos financieros multilatera-
les, como el Fondo Monetario Internacional , 
Banco Mundial y BID, es de todos conocido . 
El diálogo de la región con los Estados 
Unidos dentro del marco de la Iniciativa 
Bush, con relación a este tipo de deuda, 
pretendería consegu ir su apoyo y acción 
para el logro de transferencias netas posi-
tivas de recursos por parte de estos orga-
nismos hacia la región. A tales efectos, po-
drían apoyar la acción concertada regional 
en la reestructuración de sus deudas con 
dichos organismos , así como a la modifica-
ción de las actuales políticas y proced i-
mientos operativos de los mismos , en el 
sentido de reducir los costos financieros. 
5.2.4 Medio ambiente 
La Iniciativa debe facilitar una estrecha 
relación y compatibilización entre las 
acciones de las organizaciones guberna-
mentales y no gubernamentales para ha-
cerle frente al reto ambiental y no una divi-
sión de responsabilidades con neto predo-
minio de los segundos. Al respecto, entre 
las actividades que deberían promoverse 
con los recursos de la Iniciativa figuran: 0) 
el desarrollo de la competencia profesional 
para realizar trabajos ambientales tanto 
dentro como fuera del gobierno; y 0i) el 
fortalecimiento de la conciencia social so-
bre el tema ambiental. 
Desde la perspectiva regional, resulta 
posible identificar un conjunto de elementos 
adicionales a los planteados en la Iniciativa 
sobre este particular, para vincular , en 
forma efectiva, (i) el tratamiento del tema 
ambiental al desarrollo, dentro del marco 
de las políticas establecidas por los 
gobiernos de los países de América Latina y 
el Caribe; y, (ii) teniendo como marco de 
referencia los compromisos que se asuman 
en el plano internacional. 
5.2.5 Tecnología 
La región tiene la imperiosa necesidad 
de profundizar y acelerar la modernización 
de su aparato productivo de bienes y servi-
cios . Los beneficios de los tres pilares de la 
In iciativa serán limitados si acaso en forma 
paralela y como parte de la misma, no se 
realiza un esfuerzo concertado para que 
- en el contexto de los mecanismos existen-
tes y otros nuevos se transfiera la tecnolo-
gía apropiada; se mejore y potencie la capa-
cidad regional de generar su propia tecno-
logía y se refuerce la capacitacion técn1ca y 
profesional. 
5.3 Conclusiones y seguimiento 
Se debe considerar al planteamiento 
formulado por el Presidente Bush como un 
cambio positivo de la Administración norte-
americana en lo que respecta a sus rela-
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cienes con América Latina y el Caribe. Es 
una respuesta política de los Estados Uni-
dos frente a las modificaciones que se pro-
ducen en el entorno internacional, la ten-
dencia a la conformación de bloques y, más 
específicamente, en cuanto a posiciones 
asumidas por América Latina y el Caribe. 
Cualesquiera sean los pesos relativos 
que se le asignen a las distintas motivacio-
nes por parte de los Estados Unidos para la 
revisión de su política con relación a la 
región, lo que debe entenderse y recalcarse 
es que la Iniciativa pareciera ser el re-
sultado de una necesidad económica y es-
tratégica por parte de ese país frente a las 
profundas modificaciones que se vienen 
produciendo en el entorno internacional. 
Asumir ese concepto es muy importante 
para que América Latina se ubique y defina 
cuál debe ser su posición frente a la misma. 
La Iniciativa constituye un marco de re-
ferencia para iniciar un diálogo de América 
Latina y el Caribe con los Estados Unidos 
sobre nuevas bases, que contemplen los 
mutuos beneficios. En ese sentido, debe 
considerarse a la Iniciativa como un proce-
so, orientado al establecimiento de una 
Asociación (Partnership) a la que se ha re-
ferido el Presidente Bush en repetidas opor-
tunidades . 
Frente a un planteamiento de esa natura-
leza, que se expresa mediante componen-
tes económicos , comerciales y financieros, 
es necesario que la región examine la posi-
bilidad de plantear una respuesta igualmen-
te política. Se requiere un esfuerzo continuo 
para establecer una secuencia en las re-
laciones con los Estados Unidos que inclu-
ya el diálogo, la consulta y la negociación . 
La primera etapa, es decir el diálogo, 
debe reconocer los aspectos positivos de la 
Iniciativa así como permitir la expresión de 
los criterios regionales sobre la misma. El 
Presidente Bush, así como la Administra-
ción norteamericana, han reiterado en 
numerosas oportunidades que sólo el es-
fuerzo conjunto puede permit ir el logro de 
los objetivos de la Iniciativa. Han mostrado 
una actitud receptiva para acoger los 
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planteamientos que se formulen. En con-
secuencia, las posibilidades para el diálogo 
están abiertas y no deben ser desaprove-
chadas. 
Se necesita entonces una activa ge~.tión 
diplomática por parte de los gobierne.:> de 
América Latina y el Caribe como re~uisito 
esencial para perfeccionar los términos de 
la Iniciativa, incorporar los criterios regiona-
les y mantener la prioridad del tema y el 
"momentum" original de la Iniciativa en la 
agenda internacional de los Estados Uni-
dos. 
Para ello, además de las diversas instan-
cias de consulta al más alto nivel político 
con que cuentan los gobiernos, es indis-
pensable que los mecanismos de consulta y 
coordinación de la región establecidos en el 
SELA por el Convenio de Panamá, así como 
la labor técnica de apoyo a los mismos que 
corresponde a la Secretaría Permanente del 
SELA sean utilizados plenamente. En ese 
sentido, la experiencia adquirida en materia 
de apoyo a los GRULAS puede resultar 
relevante en esta labor. Los organismos re-
gionales, subregionales y/o hemisféricos de 
cooperación, tienen una contribución muy 
significativa que ofrecer. 
Ser ia aconsejable que esta labor de diá-
logo con los Estados Unidos no se limitara 
al Ejtcutivo norteamericano, sino que se 
hiciera extensivo al ámbito legislativo, a 
sectores sensibles a la problemática latino-
americana y a la opinión pública en general. 
Esta primera etapa debe ser seguida de 
un proceso de corsulta en el que ambas 
partes , los Estados Unidos y la region , es-
tén en capacidad de plantear sus prop1os 
puntos de vista sobre la mejor manera de 
instrumentar la Iniciativa y ampliar su 
cobertura. Ese proceso de consultas puede 
desarrollarse de manera simultanea con el 
proceso legislativo, para que la normativa 
jurídica que regule la instrumentación de la 
Iniciativa incorpore elementos negoc1ados. 
Finalmente, la negociación de acuerdos 
específicos debe ser un proceso flexible, 
abierto y transparente , en la medida en que 
los objetivos que han de derivarse de la 
Iniciativa han sido establecidos de común 
acuerdo y representan un compromiso asu-
mido por países soberanos con diferentes 
niveles de desarrollo pero con una voluntad 
de fortalecer sus relaciones y de comple-
mentar sus economías. 
La evaluación de los costos y beneficios 
y el desarrollo de la negociación concreta 
de acuerdos de libre comercio con Estados 
Unidos requerirán de un extenso trabajo 
técnico y de una dosis significativa de 
información. Los organismos regionales y 
subregionales de cooperación pueden 
contribuir sensiblemente en esa área. A 
esos efectos y teniendo en cuenta que se ha 
conceptualizado a la Iniciativa como un 
proceso de largo plazo, cabe considerar la 
conveniencia de formular un programa de 
trabajo que permita organizar, coordinar y 
optimizar las contribuciones de los diversos 
entes regionales y subregionales de inte-
gración y cooperación. 
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